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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA DEL PRO-
YECTO DE LEY NÚMERO 058 DE 2010  
CÁMARA - ACUMULADO AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 141 DE 2010 SENADO
por la cual se dictan normas orgánicas  

de ordenamiento territorial.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley tie-

ne por objeto dictar las normas orgánicas para la 
organización político administrativa del territorio 
colombiano; enmarcar en las mismas el ejercicio 
de la actividad legislativa; establecer los principios 
rectores del ordenamiento; definir el marco institu-
cional e instrumentos para el desarrollo territorial; 
definir competencias en materia de ordenamiento 
territorial entre la Nación, las entidades territoriales 
y las áreas metropolitanas y establecer las normas 
generales para la organización territorial.

Artículo 2°. Finalidad del ordenamiento territo-
rial. El ordenamiento territorial es un instrumento 
fundamental para el desarrollo, que define la or-
ganización político administrativa que adopte el 
Estado para gobernar las diversas territorialidades 
surgidas de la evolución económica, social, política 
y cultural del país.

El ordenamiento territorial es, además, un medio 
para promover el desarrollo como instrumento de 
gestión, planificación, regulación, transformación y 
ocupación del espacio por la sociedad.

El ordenamiento territorial es un instrumento 
de planificación y de gestión y un proceso de cons-
trucción colectiva de país, tendiente a lograr una 
adecuada organización político-administrativa, que 
facilite el desarrollo social, el fortalecimiento de 

la identidad cultural y el desarrollo territorial, en-
tendido este como el crecimiento socioeconómico 
equitativo y ambientalmente sostenible.

El ordenamiento territorial promoverá el aumen-
to de la capacidad de gestión y de administración de 
sus propios intereses para las entidades e instancias 
de integración territorial, fomentando el traslado 
de competencias y poder de decisión de los órga-
nos centrales o descentralizados del Gobierno en el 
orden nacional hacia el nivel territorial pertinente, 
con la correspondiente asignación de recursos.

El ordenamiento territorial propiciará las con-
diciones para concertar políticas públicas entre la 
Nación y las entidades territoriales, con el reco-
nocimiento de la diversidad geográfica, histórica, 
económica, ambiental, étnica y cultural e identidad 
regional y nacional.

Artículo 3°. Principios rectores del ordenamien-
to territorial. Son principios del proceso de ordena-
miento territorial, entre otros, los siguientes:

1. Soberanía y Unidad Nacional. El ordena-
miento territorial propiciará la integridad territorial, 
su seguridad y defensa, y fortalecerá el Estado so-
cial de Derecho organizado en forma de República 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus en-
tidades territoriales.

2. Autonomía. Las entidades territoriales gozan 
de autonomía para la gestión de sus intereses dentro 
de los límites de la Constitución y la ley.

3. Descentralización. La distribución de com-
petencias entre la Nación, entidades territoriales y 
demás esquemas asociativos se realizará trasladan-
do el correspondiente poder de decisión de los ór-
ganos centrales del Estado hacia el nivel territorial 
pertinente, en lo que corresponda, de tal manera 
que se promueva una mayor capacidad de gestión 
y de administración de sus propios intereses, garan-
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tizando por parte de la Nación los recursos necesa-
rios para su cumplimiento.

4. Integración. Los departamentos y los mu-
nicipios ubicados en zonas fronterizas pueden 
adelantar programas de cooperación dirigidos al 
fomento del desarrollo comunitario, la presta-
ción de los servicios públicos, la preservación del 
ambiente y el desarrollo productivo y social con 
entidades territoriales limítrofes de un país veci-
no siempre que tengan el mismo nivel político y  
administrativo.

5. Regionalización. El ordenamiento territorial 
promoverá el establecimiento de Regiones Admi-
nistrativas y de Planificación y la proyección de 
Regiones Territoriales como marcos de relaciones 
geográficas, económicas, culturales, y funciona-
les, a partir de ecosistemas bióticos y biofísicos, de 
identidades culturales locales, de equipamientos e 
infraestructuras económicas y productivas y de re-
laciones entre las formas de vida rural y urbana, en 
el que se desarrolla la sociedad colombiana y hacia 
donde debe tender el modelo de Estado Republica-
no Unitario. En tal sentido la creación y el desarro-
llo de Regiones Administrativas y de Planificación, 
y la regionalización de competencias y recursos 
públicos se enmarcan en una visión del desarrollo 
hacia la complementariedad, con el fin de fortalecer 
la unidad nacional.

6. Sostenibilidad. El ordenamiento territorial 
conciliará el crecimiento económico, la sostenibili-
dad fiscal, la equidad social y la sostenibilidad am-
biental, para garantizar adecuadas condiciones de 
vida de la población.

7. Participación. La política de ordenamiento 
territorial promoverá la participación, concertación 
y cooperación para que los ciudadanos tomen parte 
activa en las decisiones que inciden en la orienta-
ción y organización territorial.

8. Solidaridad y equidad territorial. Con el fin 
de contribuir al desarrollo armónico del territorio 
colombiano, la Nación, las entidades territoriales y 
las figuras de integración territorial de mayor capa-
cidad política y administrativa, económica y fiscal, 
apoyarán aquellas entidades de menor desarrollo 
relativo, en procura de garantizar el acceso equita-
tivo a las oportunidades y beneficios del desarrollo, 
para elevar la calidad de vida de la población.

9. Diversidad. El ordenamiento territorial re-
conoce las diferencias geográficas, institucionales, 
económicas, sociales, étnicas y culturales del país, 
como fundamento de la unidad e identidad nacio-
nal, la convivencia pacífica y la dignidad humana.

10. Gradualidad y flexibilidad. El ordena-
miento territorial reconocerá la heterogeneidad de 
las comunidades y geografías del país y se ajusta-
rá a las diferencias relativas de desarrollo entre las 
diversas regiones (porciones del territorio) que lo 
integran. Las entidades e instancias de integración 
territorial se adaptarán progresivamente, para lo 
cual podrán asignárseles las competencias y recur-
sos que les permitan aumentar su capacidad planifi-
cadora, administrativa y de gestión.

En el caso de las instancias de integración, las 
competencias y recursos serán asignados por las res-
pectivas entidades territoriales que las componen.

11. Prospectiva. El ordenamiento territorial es-
tará orientado por una visión compartida de país a 
largo plazo, con propósitos estratégicos que guíen 
el tipo de organización territorial requerida.

12. Paz y convivencia. El ordenamiento territo-
rial promoverá y reconocerá los esfuerzos de convi-
vencia pacífica en el territorio e impulsará políticas 
y programas de desarrollo para la construcción de 
la paz, el fortalecimiento del tejido social y la legi-
timidad del Estado.

13. Asociatividad. El ordenamiento territorial 
propiciará la formación de asociaciones entre las 
entidades territoriales e instancias de integración 
territorial para producir economías de escala, ge-
nerar sinergias y alianzas competitivas, para la con-
secución de objetivos de desarrollo económico y 
territorial comunes.

14. Responsabilidad y transparencia. Las au-
toridades del nivel nacional y territorial promove-
rán de manera activa el control social de la gestión 
pública incorporando ejercicios participativos en la 
planeación, ejecución y rendición final de cuentas, 
como principio de responsabilidad política y admi-
nistrativa de los asuntos públicos.

15. Equidad social y equilibrio territorial. La 
Nación y las entidades territoriales propiciarán el 
acceso equitativo de todos los habitantes del terri-
torio colombiano a las oportunidades y beneficios 
del desarrollo, buscando reducir los desequilibrios 
sociales, económicos y ambientales entre ellas. Así 
mismo, los procesos de ordenamiento procurarán el 
desarrollo equilibrado entre áreas urbanas, rurales y 
costeras de estas en relación con la región.

16. Economía y buen gobierno. La organización 
territorial del Estado deberá garantizar la planeación 
y participación decisoria de los entes territoriales en 
el desarrollo de sus regiones, autosostenibilidad eco-
nómica, el saneamiento fiscal y la profesionalización 
de las administraciones territoriales, por lo que se 
promoverán mecanismos asociativos que privilegien 
la optimización del gasto público y el buen gobierno 
en su conformación y funcionamiento.

La ley determinará los principios de economía 
y buen gobierno mínimos que deberán garantizar 
los departamentos, los distritos, los municipios, 
las áreas metropolitanas, sus descentralizadas, así 
como cualquiera de las diferentes alternativas de 
asociación, contratos o convenios plan o delegacio-
nes previstas en la presente ley.

Multietnicidad, para que los pueblos indíge-
nas, las comunidades afro descendientes, los rai-
zales y la población Rom ejerzan su derecho a 
conformar entidades territoriales especiales.

TÍTULO II
MARCO INSTITUCIONAL

CAPÍTULO I
Organización institucional

Artículo 4°. De la Comisión de Ordenamiento 
Territorial (COT). La Comisión de Ordenamiento 



Gaceta del Congreso  1.137 	 Martes, 28 de diciembre de 2010	 Página 3

Territorial (COT) es un organismo de carácter técni-
co y asesor que tiene como función evaluar, revisar 
y sugerir al Gobierno nacional y a las Comisiones 
Especiales de Seguimiento al Proceso de Descen-
tralización y Ordenamiento Territorial del Senado 
de la República y de la Cámara de Representantes, 
la adopción de políticas, desarrollos legislativos y 
criterios para la mejor organización del Estado en 
el territorio.

Artículo 5°. Conformación de la COT. La Co-
misión de Ordenamiento Territorial (COT) estará 
conformada por:

1. El Ministro del Interior y Justicia, o su delega-
do, quien la presidirá.

2. El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarro-
llo Territorial, o quien haga sus veces, o su delegado.

3. El Alto Consejero Presidencial para las Re-
giones y la participación ciudadana.

4. Dos expertos asesores de reconocida expe-
riencia en la materia, los cuales serán postulado 
por las Comisiones Especiales de Seguimiento al 
Proceso de Descentralización y Ordenamiento Te-
rritorial del Senado de la República y la Cámara de 
Representantes, respectivamente.

5. Un experto asesor de carácter académico es-
pecializado en el tema designado por el sector aca-
démico.

6. Un representante de los departamentos desig-
nado por la Federación Nacional de Departamentos.

7. Un representante de los municipios designa-
dos por la Federación Colombiana de Municipios.

8. El Departamento Nacional de Planeación, 
quien ejercerá la Secretaría Técnica.

9. El Instituto Geográfico Agustín Codazzi, 
quien actuará como instancia técnica de carácter 
asesor y consultivo.

10. Un representante de las Regiones Adminis-
trativas y de Planificación o de las Regiones como 
entidades territoriales, cuando sean creadas, desig-
nado entre ellas.

11. Un representante de las Áreas Metropolita-
nas designado por ellas mismas.

12. Un representante de los Distritos designado 
por ellos mismos.

13. Un representante de las entidades creadas en 
el marco de los esquemas asociativos de entidades 
territoriales definidos en la presente ley, designado 
entre ellas.

14. Un representante de las zonas de integración 
fronteriza cuando sean creadas, designado por ellas 
mismas.

Artículo 6°. Funciones de la COT. Son funcio-
nes de la Comisión de Ordenamiento Territorial, las 
siguientes:

1. Asesorar al Gobierno nacional y a las Comi-
siones Especiales de Seguimiento al Proceso de 
Descentralización y Ordenamiento Territorial del 
Senado de la República y de la Cámara de Repre-
sentantes en la definición de políticas y desarrollos 
legislativos relativos a la organización territorial 
del Estado.

2. Revisar, evaluar y proponer las diferentes po-
líticas sectoriales que tengan injerencia directa con 
el ordenamiento territorial, a iniciativa propia del 
Gobierno nacional y a las Comisiones Especiales 
de Seguimiento al Proceso de Descentralización y 
Ordenamiento Territorial del Senado de la Repúbli-
ca y de la Cámara de Representantes.

3. Propiciar escenarios de consulta o concer-
tación con los actores involucrados en el ordena-
miento territorial.

4. Presentar anualmente a las Comisiones Es-
peciales de Seguimiento al Proceso de Descentra-
lización y Ordenamiento Territorial del Senado de 
la República y de la Cámara de Representantes un 
informe sobre el estado y avances del ordenamiento 
territorial, según lo establecido en esta ley.

5. Darse su propio reglamento.
6. Las demás que le asignen la Constitución y 

la ley.
En un término no superior a un año, la COT ela-

borará una propuesta de codificación y compilación 
de las normas jurídicas vigentes en Colombia sobre 
organización territorial del Estado y las entidades 
territoriales. El Gobierno nacional difundirá am-
pliamente el resultado de esta labor, en escenarios 
que faciliten la participación de todos los ciudada-
nos y de las autoridades nacionales, territoriales y 
demás esquemas asociativos.

Servir como segunda instancia en los conflictos 
que puedan presentarse entre personas naturales o 
jurídicas con las entidades territoriales respecto a la 
implementación, interpretación y cumplimiento de 
los planes de ordenamiento territorial.

Artículo 7°. Secretaría Técnica y Subsecretaría 
Técnica. El Departamento Nacional de Planeación 
ejercerá la Secretaría Técnica de la COT.

El Secretario Técnico de la COT se encargará de 
asegurar el apoyo logístico, técnico y especializado 
que requiera la misma para el cabal desarrollo de 
sus funciones e invitará a las deliberaciones de la 
misma a los ministros, jefes de departamento admi-
nistrativo respectivos, expertos académicos de di-
ferentes universidades, el sector privado, o a quien 
juzgue necesario, cuando deban tratarse asuntos de 
su competencia o cuando se requieran conceptos 
externos a la Comisión.

La Secretaría Técnica de la COT conformará un 
comité especial interinstitucional integrado por las 
entidades del orden nacional competentes en la ma-
teria, con el fin de prestar el apoyo logístico, técni-
co y especializado que requiera la comisión para el 
cabal desarrollo de sus funciones.

La Subsecretaría Técnica estará en cabeza de los 
Secretarios de las Comisiones Especiales de Segui-
miento al Proceso de Descentralización y Ordena-
miento Territorial del Senado de la República y la 
Cámara de Representantes, por periodos alternados 
de un (1) año.

Artículo 8°. Comisiones Regionales de Ordena-
miento Territorial. Se faculta a las Asambleas De-
partamentales y los Concejos Municipales, para que 
mediante ordenanzas y acuerdos creen la Comisión 
Regional de Ordenamiento Territorial que dentro 
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Parágrafo 1°. Podrán conformarse diversas aso-
ciaciones de entidades territoriales como personas 
jurídicas de derecho público bajo la dirección y co-
ordinación de la junta directiva u órgano de admi-
nistración que determinen las entidades territoria-
les interesadas, las cuales velarán por la inclusión y 
participación de la comunidad en la toma de deci-
siones que sobre el área se adopten.

Artículo 12. Asociaciones de departamentos. Dos 
o más departamentos podrán asociarse administra-
tiva y políticamente para organizar conjuntamen-
te la prestación de servicios públicos, la ejecución 
de obras de ámbito regional y el cumplimiento 
de funciones administrativas propias, mediante 
convenio o contrato-plan suscrito por los gober-
nadores respectivos, previamente autorizados por 
las asambleas departamentales y para el ejercicio 
de competencias concertadas entre sí en un mar-
co de acción que integre sus respectivos planes de 
desarrollo en un modelo de planificación integral  
conjunto.

Artículo 13. Asociaciones de Distritos especia-
les. Dos o más Distritos especiales podrán asociarse 
política y administrativamente para organizar con-
juntamente la prestación de servicios o la ejecución 
de obras públicas de interés común mediante con-
venio, siempre y cuando no se alteren las caracte-
rísticas esenciales de cada uno de ellos. El respecti-
vo convenio o contrato plan configurará un modelo 
de desarrollo y planificación integral conjunto que 
será suscrito por los Alcaldes Mayores de cada Dis-
trito, previamente autorizados por sus respectivos 
Concejos y estará enmarcado en un plan de acción 
de mediano plazo.

Artículo 14. Asociaciones de municipios. Dos 
o más municipios de un mismo departamento o de 
varios departamentos, podrán asociarse administra-
tiva y políticamente para organizar conjuntamente 
la prestación de servicios públicos, la ejecución de 
obras de ámbito regional y el cumplimiento de fun-
ciones administrativas propias, mediante convenio 
o contrato-plan suscrito por los alcaldes respecti-
vos, previamente autorizados por los concejos mu-
nicipales o distritales y para el ejercicio de compe-
tencias concertadas entre sí en un marco de acción 
que integre sus respectivos planes de desarrollo en 
un modelo de planificación integral conjunto.

Artículo 15. Asociaciones de las Áreas Metro-
politanas. Dos o más Áreas Metropolitanas de un 
mismo departamento o de varios departamentos, 
podrán asociarse para organizar conjuntamente la 
prestación de servicios públicos, la ejecución de 
obras de ámbito regional y el cumplimiento de fun-
ciones administrativas propias, mediante convenio 
o contrato-plan suscrito por los Directores de las 
áreas metropolitanas respectivas, previamente au-
torizados por sus juntas Metropolitanas.

El convenio o contrato plan se asimilará para los 
efectos legales a un convenio interadministrativo, 
en el cual se establecerán las competencias especí-
ficas para delegar o transferir entre las distintas en-
tidades territoriales, según el ámbito de su objeto.

Para los efectos de esta ley se considera a las 
áreas metropolitanas como esquemas asociativos 

de su jurisdicción se establezcan, las que orienta-
rán las acciones en esta materia y participarán en la 
elaboración del proyecto estratégico regional de or-
denamiento territorial, acorde con los lineamientos 
generales establecidos por la COT.

La Comisión de Ordenamiento Territorial esta-
blecerá la integración y funciones generales de las 
Comisiones Regionales y su forma de articulación 
con los distintos niveles y entidades de gobierno.

En la conformación de las Comisiones Regiona-
les, se observará la composición de la COT, con el 
fin de garantizar la representación de los sectores 
público, privado, la academia y la sociedad civil.

CAPÍTULO II
Esquemas asociativos de entidades territoriales

Artículo 9. Objeto. El Estado promoverá proce-
sos asociativos entre entidades territoriales para la 
libre y voluntaria conformación de alianzas estraté-
gicas que impulsen el desarrollo autónomo y auto-
sostenible de las comunidades.

La definición de políticas y modos de gestión re-
gional y subregional no estará limitada a la adición 
de entidades político administrativas e incluirá al-
ternativas flexibles.

Igualmente, el Estado promoverá procesos aso-
ciativos entre entidades territoriales nacionales y 
las de países vecinos y fronterizos tendientes a la 
conformación de alianzas estratégicas que promue-
van el desarrollo social, económico y cultural.

El Gobierno nacional promoverá la conforma-
ción de esquemas asociativos a través de incentivos 
a las regiones administrativas y de planificación, 
provincias administrativas y de planificación, áreas 
metropolitanas y entidades territoriales económi-
camente desarrolladas que se asocien con las más 
débiles, a fin de hacer efectivos los principios de 
solidaridad, equidad territorial, equidad social y 
equilibrio territorial, previstos en los numerales 8 y 
15 del artículo 3° de la presente norma.

Los incentivos a los que se refiere el inciso ante-
rior serán fijados por el Gobierno nacional.

El Gobierno nacional fortalecerá las asociacio-
nes de departamentos, municipios y distritos ya 
creadas y promoverá la creación de otros esquemas 
asociativos.

Artículo 10. Esquemas asociativos territoria-
les. Constituirán esquemas asociativos territoriales 
las regiones administrativas y de planificación, las 
asociaciones de departamentos, las áreas metropo-
litanas, las asociaciones de distritos especiales, las 
provincias administrativas y de planificación, las 
asociaciones de municipios.

Artículo 11. Conformación de asociaciones de 
entidades territoriales. Las asociaciones de entida-
des territoriales se conformarán libremente por dos 
o más entes territoriales para prestar conjuntamente 
servicios públicos, funciones administrativas pro-
pias o asignadas al ente territorial por el nivel na-
cional, ejecutar obras de interés común o cumplir 
funciones de planificación, así como para procurar 
el desarrollo integral de sus territorios.
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de integración territorial y actuarán como instancias 
de articulación del desarrollo municipal, en virtud 
de lo cual serán beneficiarias de los mismos dere-
chos y condiciones de los esquemas asociativos de 
entidades territoriales previstos en la presente ley.

Artículo 16. Provincias administrativas y de 
planificación. Dos o más municipios geográfica-
mente contiguos de un mismo departamento podrán 
solicitar al órgano competente, la constitución de 
una provincia administrativa y de planificación con 
el propósito de organizar conjuntamente la presta-
ción de servicios públicos, la ejecución de obras de 
ámbito regional, el cumplimiento de funciones ad-
ministrativas propias o la ejecución de proyectos de 
desarrollo integral.

Lo anterior no implicará que Municipios que 
no guarden continuidad geográfica y que pertenez-
can a diferentes departamentos puedan desarrollar 
alianzas estratégicas de orden económico con el fin 
de comercializar sus bienes y servicios a nivel na-
cional e internacional.

Parágrafo. Corresponde a las Asambleas Depar-
tamentales crear las provincias, previa autorización 
de los respectivos concejos municipales.

Artículo 17. Naturaleza y funcionamiento de 
los esquemas asociativos. Las asociaciones de de-
partamentos, las provincias y las asociaciones de 
distritos y de municipios son entidades administra-
tivas de derecho público, con personería jurídica y 
patrimonio propio e independiente de los entes que 
la conforman.

Las asociaciones de departamentos podrán cons-
tituirse en regiones administrativas y de planifica-
ción, previa autorización de sus asambleas departa-
mentales.

En ningún caso las entidades territoriales que se 
asocien podrán generar gastos de funcionamiento 
adicionales con cargo a su presupuesto o al presu-
puesto general de la Nación, ni incrementar la plan-
ta burocrática de las respectivas entidades que las 
conformen.

El Distrito Capital de Bogotá, el Departamento 
de Cundinamarca y los departamentos contiguos a 
este podrán asociarse en una región administrativa 
y de planificación especial con personería jurídica, 
autonomía y patrimonio propio cuyo objeto princi-
pal será el desarrollo económico y social de la res-
pectiva región.

Las citadas entidades territoriales conservarán 
su identidad política y territorial. El acto de cons-
titución de la región administrativa y de planifica-
ción especial podrá realizarse por convenio entre 
los mandatarios seccionales, previa aprobación por 
parte de las corporaciones de las respectivas enti-
dades territoriales y su ejecución será incorporada 
en el respectivo plan de desarrollo de la región me-
diante ordenanza y acuerdo distrital o municipal, en 
cada caso, según corresponda.

Parágrafo. En concordancia con lo previsto en el 
artículo 95 de la Ley 489 de 1998, las entidades te-
rritoriales podrán continuar asociándose mediante 
la celebración de convenios interadministrativos o 

mediante la conformación de personas jurídicas de 
derecho público o derecho privado.

Artículo 18. Contratos o convenios plan. La Na-
ción podrá contratar o convenir con las entidades 
territoriales, con las asociaciones de entidades terri-
toriales y con las áreas metropolitanas, la ejecución 
asociada de proyectos estratégicos de desarrollo te-
rritorial. En los contratos plan que celebren las par-
tes, se establecerán los aportes que harán, así como 
las fuentes de financiación respectivas.

La Nación también podrá contratar con las aso-
ciaciones de entidades territoriales y las áreas me-
tropolitanas la ejecución de programas del Plan 
Nacional de Desarrollo, cuando lo considere perti-
nente y el objeto para el cual fueron creadas dichas 
asociaciones lo permita, previa aprobación de su 
órgano máximo de administración, atendiendo los 
principios consagrados en la presente ley.

Artículo 19. Delegación. La Nación y los dife-
rentes órganos del nivel central podrán delegar en 
las entidades territoriales o en los diferentes esque-
mas asociativos territoriales y en las áreas metro-
politanas, por medio de convenios o contratos plan, 
atribuciones propias de los organismos y entidades 
públicas de la Nación, así como de las entidades e 
institutos descentralizados del orden nacional.

En la respectiva delegación se establecerán las 
funciones y los recursos para el adecuado cumpli-
miento de los fines de la administración pública a 
cargo de estas.

CAPÍTULO III
Política legislativa en materia  
de ordenamiento territorial

Artículo 20. Objetivos generales de la legisla-
ción territorial. La ley promoverá una mayor de-
legación de funciones y competencias del nivel 
nacional hacia el orden territorial, la eliminación 
de duplicidades entre la administración central y 
descentralizada y los entes territoriales, el fortale-
cimiento de la Región Administrativa y de Planifi-
cación, el fortalecimiento del Departamento como 
nivel intermedio de gobierno, el fortalecimiento 
del municipio como entidad fundamental de la di-
visión político-administrativa del Estado, la acción 
conjunta y articulada de los diferentes niveles de 
gobierno a través de alianzas, asociaciones y con-
venios de delegación, el diseño de modalidades 
regionales de administración para el desarrollo de 
proyectos especiales y el incremento de la produc-
tividad y la modernización de la administración 
municipal.

Artículo 21. Diversificación, fortalecimiento y 
modernización del régimen departamental. La ra-
cionalización del régimen jurídico de los departa-
mentos parte del reconocimiento de sus diferencias 
y fortalezas específicas. A partir de este principio y 
con el objeto de mejorar la administración departa-
mental y de asegurar una más eficiente prestación 
de los servicios públicos, la ley establecerá regíme-
nes especiales y diferenciados de gestión adminis-
trativa y fiscal para uno o varios departamentos.

Para tal efecto, la ley podrá establecer capaci-
dades y competencias distintas a las señaladas para 
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los departamentos en la Constitución, de acuerdo 
con el artículo 302 de la Carta Política.

La ley graduará y eventualmente integrará las 
capacidades y competencias departamentales, de 
acuerdo con la población, recursos económicos 
y naturales y circunstancias sociales, culturales y 
ecológicas de los departamentos.

Para la creación de departamentos, la ley ordina-
ria no podrá establecer requisitos adicionales a los 
exigidos por la Constitución y esta ley.

Artículo 22. Creación de departamentos. La 
creación de Departamentos cuyos territorios co-
rrespondan parcial o totalmente a una o varias re-
giones administrativas y de planeación, deberá con-
tar con la autorización de la Comisión de Ordena-
miento Regional, del Departamento de Planeación 
Nacional y del Congreso de la República, previa 
convocatoria a consulta popular, de acuerdo a los 
lineamientos legales establecidos por el legislador 
y la Constitución.

Artículo 23. Diversificación de los regímenes 
municipales por categorías. Con el propósito de 
democratizar y hacer más eficiente y racional la 
administración municipal, la ley, con fundamento 
en el artículo 320 de la Constitución Política, esta-
blecerá categorías de municipios de acuerdo con su 
población, recursos fiscales, importancia económi-
ca y situación geográfica, y señalará, a los munici-
pios pertenecientes a cada categoría, distinto régi-
men en su organización, gobierno y administración.

En todo caso, la superación de la pobreza y el 
logro de la calidad de vida de los habitantes, será 
parámetro para todas las políticas sociales.

Artículo 24. Del régimen fiscal especial para 
las áreas metropolitanas. En desarrollo de lo pre-
visto en el artículo 319 de la Constitución Política, 
además de los recursos que integran el patrimonio 
y renta de las áreas metropolitanas, el proyecto de 
constitución de la misma regulado por el artículo 5° 
de la Ley 128 de 1994 debe precisar las fuentes de 
los aportes de las entidades territoriales que forma-
rán parte de la misma, así como los porcentajes de 
tales aportes, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 22 de la Ley 128 de 1994.

En las áreas metropolitanas que se encuentren 
constituidas a la fecha de la presente ley, cada con-
cejo municipal a iniciativa de su alcalde expedirá 
un acuerdo en el que se señalen las fuentes de los 
aportes a los que se compromete el respectivo mu-
nicipio con destino a la financiación de las funcio-
nes de la entidad, así como los porcentajes de dicha 
participación.

El acto administrativo que constituya un Área 
Metropolitana se considerará norma general de ca-
rácter obligatorio a la que tendrá que regirse cada 
concejo municipal al momento de aprobar el presu-
puesto anual de la respectiva entidad miembro.

Parágrafo 1°. Cuando se produzca la anexión de 
nuevos municipios al área metropolitana, el acto 
que protocolice dicha anexión deberá contener los 
elementos previstos en el presente artículo.

Parágrafo 2°. Cuando el área metropolitana asu-
ma competencias de autoridad ambiental en el pe-

rímetro urbano de los municipios que la integran 
en virtud del artículo 66 de la Ley 99 de 1993 cada 
Concejo Municipal reglamentara mediante Acuer-
do Municipal el monto de la sobretasa ambiental a 
que hace referencia el artículo 44 de la Ley 99 de 
1993 con destino al área metropolitana respectiva.

Artículo nuevo. Constitución Áreas Metropoli-
tanas. El artículo 5° de la Ley 128 de 1994 quedará 
así:

Cuando dos o más municipios formen un con-
junto con características de área metropolitana, 
podrán constituirse como tal de acuerdo con las si-
guientes normas:

1. Tendrán iniciativa para promover su creación 
los Alcaldes de los Municipio interesados previa 
autorización del Concejo Municipal. Cuando se 
trate de municipios pertenecientes a más de un de-
partamento, además del Alcalde, la autorización la 
otorgarán los Gobernadores correspondientes, pre-
via autorización de la Asamblea departamental.

2. Los promotores del Área Metropolitana ela-
borarán el proyecto de constitución de nueva enti-
dad administrativa, donde se precise, al menos, los 
siguientes aspectos: municipios que integrarían el 
área; municipio núcleo o metrópoli; razones que 
justifican su creación.

Parágrafo 1°. Cuando se trate de anexar uno o 
más municipios vecinos a un Área Metropolitana 
ya existente, la iniciativa para proponer la anexión 
la tendrá, además de quienes se indica en el presen-
te artículo el Gobernador del Departamento corres-
pondiente.

La vinculación del nuevo o nuevo municipio al 
Área, en este caso, será protocolizad por el Alcalde 
y Presidente o Presidentes de los Concejos de las 
entidades que ingresas, y el alcalde Metropolitano.

Parágrafo 2°. Una vez aprobada la creación del 
Área o la anexión de nuevos municipios a un Área 
existente, los Alcaldes o Presidentes de Concejos 
que entorpezcan la protocolización ordenada por 
esta norma incurrirán en causal de mala conducta 
sancionable o con destitución.

Parágrafo 3°. Las Áreas Metropolitanas ya cons-
tituidas continuarán vigentes sin el lleno de los re-
quisitos señalados en este artículo para su creación 
y seguirán funcionando con las atribuciones, finan-
ciación y autoridades establecidas en esta ley.

TÍTULO III
DE LAS COMPETENCIAS

CAPÍTULO I
Principios para el ejercicio de las competencias

Artículo 25. Definición de competencia. Para 
los efectos de la presente ley, se entiende por com-
petencia la facultad o poder jurídico que tienen la 
Nación, las entidades territoriales y las figuras de 
integración territorial para atender de manera gene-
ral responsabilidades estatales.

Artículo 26. Principios del ejercicio de com-
petencias. Además de los que el artículo 209 de la 
Constitución Política contempla como comunes de 
la función administrativa, son principios rectores 
del ejercicio de competencias los siguientes:
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1. Coordinación. La Nación y las entidades 
territoriales deberán ejercer sus competencias de 
manera articulada, coherente y armónica. En desa-
rrollo de este principio, las entidades territoriales y 
demás esquemas asociativos se articularán con las 
autoridades nacionales y regionales, con el propó-
sito especial de garantizar los derechos fundamen-
tales de los ciudadanos como individuos, los dere-
chos colectivos y del ambiente establecidos en la 
Constitución Política.

2. Concurrencia. La Nación y las entidades 
territoriales desarrollarán oportunamente acciones 
conjuntas en busca de un objeto común, cuando así 
esté establecido, con respeto de su autonomía.

3. Subsidiariedad. La Nación, las entidades te-
rritoriales y los esquemas de integración territorial 
apoyarán en forma transitoria y parcial, a las enti-
dades de menor desarrollo económico y social en el 
ejercicio de sus competencias, cuando se demuestre 
su imposibilidad de ejercer debidamente determi-
nadas competencias. El Gobierno nacional desarro-
llará la materia.

4. Complementariedad. Para completar o per-
feccionar la prestación de servicios a su cargo, y 
el desarrollo de proyectos regionales, las entidades 
territoriales podrán utilizar mecanismos como los 
de asociación, cofinanciación, delegación y/o con-
venios.

5. Eficiencia. La Nación, las entidades territo-
riales y los esquemas de integración territorial ga-
rantizarán que el uso de los recursos públicos y las 
inversiones que se realicen en su territorio, produz-
can los mayores beneficios sociales, económicos y 
ambientales.

6. Equilibrio entre competencias y recursos. 
Las competencias se trasladarán, previa asignación 
de los recursos fiscales para atenderlas de manera 
directa o asociada.

7. Gradualidad. La asunción de competencias 
asignadas por parte de las entidades territoriales se 
efectuará en forma progresiva y flexible, de acuer-
do con las capacidades administrativas y de gestión 
de cada entidad.

8. Responsabilidad. La Nación, las entidades 
territoriales y las figuras de integración territorial 
asumirán las competencias a su cargo, previendo 
los recursos necesarios sin comprometer la sosteni-
bilidad financiera del ente territorial, garantizando 
su manejo transparente.

CAPÍTULO II
Competencias en materia de ordenación  

del territorio
Artículo 27. Distribución de competencias en 

materia de ordenación del territorio. Son competen-
cias de la Nación y de las entidades territoriales en 
materia de ordenación del territorio, las siguientes:

1. De la Nación
Establecer la política general de ordenamiento 

del territorio en los asuntos de interés nacional: 
áreas de parques nacionales y áreas protegidas; lo-
calización de grandes proyectos de infraestructura; 

localización de formas generales de uso de la tierra 
de acuerdo con su capacidad productiva en coor-
dinación con lo que disponga el desarrollo de la 
Ley del Medio Ambiente; determinación de áreas 
limitadas en uso por seguridad y defensa; los linea-
mientos del proceso de urbanización y el sistema 
de ciudades; los lineamientos y criterios para ga-
rantizar la equitativa distribución de los servicios 
públicos e infraestructura social de forma equilibra-
da en las regiones, y la conservación y protección 
de áreas de importancia histórica y cultural, definir 
los principios de economía y buen gobierno, mí-
nimos que deberán cumplir los departamentos, los 
Distritos, los municipios, las áreas metropolitanas, 
y cualquiera de las diferentes alternativas de aso-
ciación, contratos o convenios plan o delegaciones 
previstas en la presente ley.

2. Del Departamento
Establecer directrices y orientaciones para el 

ordenamiento de la totalidad o porciones específi-
cas de su territorio, especialmente en áreas de co-
nurbación con el fin de determinar los escenarios 
de uso y ocupación del espacio, de acuerdo con el 
potencial óptimo del ambiente y en función de los 
objetivos de desarrollo, potencialidades y limitan-
tes biofísicos, económicos y culturales; definir las 
políticas de asentamientos poblacionales y centros 
urbanos, de tal manera que facilite el desarrollo de 
su territorio; orientar la localización de la infraes-
tructura física - social de manera que se aprovechen 
las ventajas competitivas regionales y se promue-
va la equidad en el desarrollo municipal; integrar 
y orientar la proyección espacial de los planes sec-
toriales departamentales, los de sus municipios y 
entidades territoriales indígenas.

En desarrollo de sus competencias, los departa-
mentos podrán articular sus políticas, directrices y 
estrategias de ordenamiento físico - territorial con 
los planes, programas, proyectos y actuaciones so-
bre el territorio, mediante la adopción de planes de 
ordenamiento para la totalidad o porciones especí-
ficas de su territorio.

La competencia para establecer las directrices y 
orientaciones específicas para el ordenamiento del 
territorio en los municipios que hacen parte de un 
área Metropolitana correspondiente a estas, la cual 
será ejercida con observancia a los principios para 
el ejercicio de las competencias establecidos en la 
presente ley.

3. De los Distritos Especiales
Dividir el territorio distrital en localidades, de 

acuerdo a las características sociales de sus habi-
tantes y atribuir competencias y funciones admi-
nistrativas; organizarse como áreas metropolitanas, 
siempre que existan unas relaciones físicas, socia-
les y económicas que den lugar al conjunto de dicha 
característica y coordinar el desarrollo del espacio 
territorial integrado por medio de la racionalización 
de la prestación de sus servicios y la ejecución de 
obras de interés metropolitano; dirigir las activi-
dades que por su denominación y sus carácter les 
corresponda.
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4. Del Municipio
Los municipios deberán formular y adoptar los 

planes de ordenamiento del territorio, reglamentar 
de manera específica los usos del suelo, en las áreas 
urbanas, de expansión y rurales, de acuerdo con las 
leyes, optimizar los usos de las tierras disponibles y 
coordinar los planes sectoriales, en armonía con las 
políticas nacionales y los planes departamentales y 
metropolitanos.

Parágrafo. La distribución de competencias que 
se establece en este artículo se adelantará bajo los 
principios de descentralización, concurrencia y 
complementariedad de las acciones establecidas 
por las entidades territoriales y en coordinación con 
lo dispuesto por sus autoridades respectivas en los 
instrumentos locales y regionales de planificación.

Parágrafo Nuevo. Al nivel metropolitano le co-
rresponde la elaboración de planes integrales de 
desarrollo metropolitano con perspectiva de largo 
plazo, incluyendo el componente de ordenamien-
to físico territorial y el señalamiento de las normas 
obligatoriamente generales que definan los objeti-
vos y criterios a los que deben acogerse los muni-
cipios al adoptar los planes de ordenamiento terri-
torial en relación con las materias referidas a los 
hechos metropolitanos, de acuerdo con lo previsto 
en la Ley de Áreas Metropolitanas.

CAPÍTULO III
Conflictos de competencia

Artículo 28. Definición. Toda reclamación de 
violación a las normas orgánicas de distribución 
de competencias por parte de la Nación o de una 
entidad territorial, y de las respectivas entidades 
descentralizadas, se consideran conflictos de com-
petencias.

Artículo 29. Trámite y Jurisdicción. Los conflic-
tos de competencia entre la nación y una entidad 
territorial, o de estas entre sí, serán de conocimien-
to de la Jurisdicción de lo Contencioso Administra-
tivo, mediante un tramité sumario que será regla-
mentado por la ley.

En todo caso para la adopción de las providen-
cias emitidas dentro del trámite de resolución de 
conflictos de competencias de que trata el presente 
artículo se requerirá el concepto especializado de la 
Comisión de Ordenamiento Territorial.

Artículo 30. Competencia. Para la resolución de 
los conflictos de competencia entre la nación y una 
entidad territorial, o de estas entre sí, se tendrá en 
cuenta lo siguiente:

1. Cuando se trate de conflictos dentro de un 
solo departamento, la demanda será resuelta por el 
respectivo Tribunal Administrativo.

2. Cuando se trate de conflictos que trasciendan 
los límites de un único departamento, la demanda 
será resuelta por el Consejo de Estado.

TÍTULO IV
DE LAS REGIONES ADMINISTRATIVAS  

Y DE PLANIFICACIÓN
Artículo 31. Regiones Administrativas y de Pla-

nificación. Previa autorización de sus respectivas 
asambleas los gobernadores de dos o más depar-

tamentos podrán constituir mediante convenio la 
región administrativa y de planificación que consi-
deren necesaria para promover el desarrollo econó-
mico de sus territorios y el mejoramiento social de 
sus habitantes.

Entre los departamentos que conformen las 
regiones aquí previstas debe haber continuidad  
geográfica.

Lo anterior no implicará que Departamentos que 
no guarden continuidad geográfica puedan desarro-
llar alianzas estratégicas de orden económico con el 
fin de comercializar sus bienes y servicios a nivel 
nacional e internacional.

La Nación dará prioridad a la cofinanciación de 
proyectos estratégicos de las regiones administrati-
vas y de planificación, previo cumplimiento de los 
requisitos y condiciones previstos en la normativa 
vigente.

Parágrafo 1°. Los Distritos Especiales cuyo te-
rritorio esté inmerso en una Región Administrativa 
y de Planificación tendrán las mismas prerrogativas 
que estas les otorguen a los Departamentos.

Parágrafo 2°. Lo dispuesto en este artículo se 
aplicará en lo pertinente frente a la constitución de 
la Región Administrativa y de planificación Espe-
cial entre entidades territoriales departamentales y 
el Distrito Capital.

Artículo 32. Consejo Regional de Planeación. 
Créase el Consejo Regional de Planeación como 
instancia técnica y asesora de la Región Adminis-
trativa de Planificación. El Consejo Regional de 
Planeación estará integrado por los gobernadores 
de los departamentos de la región que la conformen 
y por los Alcaldes de las Áreas Metropolitanas que 
existan dentro de la misma, con una presidencia pro 
témpore, por el término que la región establezca en 
el acto de constitución y creación.

Artículo 33. Financiación. El funcionamiento de 
las Regiones Administrativas y de Planificación se 
financiará con cargo a los recursos del Fondo que se 
crea en esta ley y de acuerdo con la destinación que 
para el efecto establezca la normatividad vigente en 
las condiciones que defina el Gobierno nacional.

Las entidades territoriales que conformen una 
Región Administrativa y de Planificación destina-
rán recursos para el financiamiento de la misma.

Los recursos de inversión asignados por las enti-
dades territoriales para el logro de los objetivos de 
la Región Administrativo y de Planificación, podrán 
ser utilizados en todo el territorio que la conforma, 
con el objetivo de alcanzar el desarrollo económico 
de sus territorios y el mejoramiento social de sus 
habitantes.

Artículo 34. Fondo de Desarrollo Regional. 
Créase el Fondo de Desarrollo Regional como un 
mecanismo de equidad entre las entidades territo-
riales del país, el cual tendrá como finalidad la fi-
nanciación de proyectos regionales de desarrollo en 
los términos que lo defina la ley.

Parágrafo. El Fondo de Desarrollo Regional se 
regirá por lo dispuesto en la Constitución Política y 
por aquellas normas que lo modifiquen, desarrollen 
o sustituyan.
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Artículo 35. De la Región Territorial. De con-
formidad con el artículo 307 de la Constitución 
Política la Región Administrativa y de Planifica-
ción podrá transformarse en Región Entidad Te-
rritorial, de acuerdo con las condiciones que fije 
la ley que para el efecto expida el Congreso de la  
República.

Parágrafo. El Congreso de la República tramita-
rá la iniciativa legislativa correspondiente que per-
mita dar cumplimiento a las previsiones señaladas 
en el presente artículo.

TÍTULO V
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 36. Desarrollo y armonización de la 
legislación territorial. El Gobierno nacional pre-
sentará al Congreso las iniciativas de reformas le-
gislativas correspondientes a la expedición del ré-
gimen especial para los departamentos, la reforma 
del régimen municipal orientada por las prescrip-
ciones del artículo 320 de la Constitución Política 
y la reforma de la legislación en materia de áreas 
metropolitanas.

Parágrafo 1°. El Gobierno nacional presentará al 
Congreso en un período no superior a los 6 meses 
de la vigencia de la presente ley, los proyectos de 
ley sobre un código de régimen departamental, un 
código de régimen distrital, un Código de Régimen 
de Áreas Metropolitanas y un código de régimen 
municipal que integre la legislación vigente sobre 
la materia.

Parágrafo 2°. En virtud de lo establecido en el 
artículo 329 de la Constitución Política el Gobierno 
nacional presentará al Congreso de la República, 
dentro de los diez (10) meses siguientes a la vigen-
cia de la presente ley, el proyecto de ley especial 
que reglamente lo relativo a la conformación de 
las entidades territoriales indígenas, acogiendo los 
principios de participación democrática, autonomía 
y territorio, en estricto cumplimiento de los meca-
nismos especiales de consulta previa.

En desarrollo de esta norma y cuando corres-
ponda, el Gobierno nacional hará la delimitación 
correspondiente, previo concepto de la comisión de 
ordenamiento territorial, en todo caso con la parti-
cipación de los representantes de las comunidades 
indígenas, además de las comunidades afectadas o 
beneficiadas en dicho proceso.

Artículo nuevo. Las disposiciones contenidas en 
las Leyes 47 de 1993, por la cual se dictan nor-
mas especiales para la Organización y funciona-
miento del Departamento Archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina, y 915 de 
2004, por la cual se dictan el Estatuto Fronterizo 
para el Desarrollo social y económico del Depar-
tamento Archipiélago de San Andrés, Providencia 
y Santa Catalina, continuarán vigentes y no podrán 
ser modificadas por disposiciones de la Ley Orgá-
nica de Ordenamiento Territorial que afecten su  
contenido.

Artículo nuevo. En sujeción al artículo 16 de la 
ley 617 de 2000, autorícese por el término de un 
año, a las Asambleas de los Departamentos del 
Amazonas, Guainía y Vaupés. Para que dentro de 

su respectiva jurisdicción, aquellos territorios que 
actualmente se denominan corregimientos departa-
mentales, se eleven a la categoría de municipios, 
sin el lleno de los requisitos generales, siempre y 
cuando no hagan parte de ningún municipio y se 
encuentren ubicados en zonas de frontera.

En los territorios donde se encuentren asentados 
pueblos indígenas y que pretendan ser elevados a 
Municipio, sustentados en el presente artículo, será 
requisito precedente a la expedición de la orde-
nanza adelantar ente ellos, la consulta previa libre 
e informada, en cumplimiento al convenio 169 de 
la OIT y lineamientos jurisprudenciales de la Corte 
Constitucional.

Artículo 37. Vigencia y derogatorias. La presen-
te ley rige a partir de la fecha de su promulgación 
y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables Representantes,

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 2 de 2010
En sesión plenaria de los días 30 de noviembre 

y 1° de diciembre de 2010, fue aprobado en segun-
do debate el Texto Definitivo con Modificaciones 
del Proyecto de ley número 058 de 2010 Cámara - 
acumulado al Proyecto de ley número 141 de 2010 
Senado, por la cual se dictan normas orgánicas de 
ordenamiento territorial. Esto con el fin de que el 
citado proyecto de ley siga su curso legal y regla-
mentario y, de esta manera, dar cumplimiento con 
lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992.

Lo anterior de conformidad con el artículo 5° del 
Acto Legislativo número 01 de 2009, según consta 
en las Actas de Sesión Plenaria número 36 y 37, 
de noviembre 30 y diciembre 1° de 2010, previo 
su anuncio los días 29 y 30 de noviembre de los 
corrientes, según Actas de Sesión Plenaria número 
35 y 36.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 060 

DE 2009 CÁMARA
por medio de la cual se crea el Sistema Nacional 
de Protección a la Mujer en Estado de Embarazo 
y en el Posparto, se establecen los programas de 
promoción a la acogida de la vida y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Creación del sistema. Créase el Sis-

tema Nacional de Protección a la Mujer en Estado 
de Embarazo y en el Posparto, como el conjunto de 
políticas públicas, actuaciones privadas, organismos, 
procedimientos y mecanismos orientados a brindar 
apoyo y orientación psicológica, jurídica, ética y so-
cial a la mujer en estado de embarazo y en el pospar-
to. Todas las instituciones médicas públicas y priva-
das tendrán un comité de apoyo a la mujer gestante.

Parágrafo. Para efectos de la presente ley en-
tiéndase que el cubrimiento en el posparto se dará 
desde la fecha del parto y durante los seis meses 
posteriores a este.

Artículo 2°. Articulación. El Sistema Nacional 
de Protección a la Mujer en Estado de Embarazo y 
en el Posparto se articula con las normas, procedi-
mientos e instituciones vigentes que contengan dis-
posiciones orientadas a brindar apoyo y protección 
a su estado, contenidas en la legislación laboral, de 
la función pública y demás instrumentos vigentes.

Su articulación se hará bajo la dirección del 
Ministerio de la Protección Social y comprenderá 
las acciones que se ejecuten desde el Instituto Co-
lombiano de Bienestar Familiar (ICBF), las cajas 
de compensación familiar, las organizaciones no 
gubernamentales, las entidades promotoras de sa-
lud, las entidades promotoras de salud del régimen 
subsidiado, las administradoras de riesgos profe-
sionales, las secretarías departamentales, distritales 
y municipales de salud, el Ministerio Público, la 
Defensoría del Pueblo, las instituciones especiali-
zadas, los consultorios jurídicos, las instituciones 
prestadoras de salud y profesionales de la salud y 
demás relacionadas con la materia.

Artículo 3°. Objeto. El Sistema Nacional de 
Protección a la Mujer en Estado de Embarazo y en 
el Posparto tiene por objeto facilitar la prestación 
del apoyo, acompañamiento y seguimiento psico-
lógico, jurídico y social que requiera la mujer en 
lo atinente a la asimilación, interiorización, ma-
nejo, reconocimiento, integración con la familia 
y la sociedad y demás aspectos relacionados con 
su estado de embarazo, su entorno y sus relaciones 
personales, como prevención en materia de morbi-
mortalidad materna, el cuidado prenatal, la promo-
ción de hábitos de vida saludables, la promoción 
de la salud, y la prevención de riesgos asociados al 
embarazo para la mujer y el nasciturus, con el fin 
de mejorar las condiciones de integración y apres-
tamiento psicológico respecto al parto, la mayor 
información e ilustración respecto a su condición, 
a la normatividad vigente, a su condición personal 
y a las condiciones médicas y de salud de su estado 
y del nasciturus.

Artículo 4°. Acompañamiento especial y volun-
tario. La mujer en estado de embarazo y que así lo 
solicite, podrá integrarse como sujeto de especial 
protección, con la consecuente responsabilidad del 
Estado en cuanto a brindar con preferencia el pleno 
apoyo que su situación demande.

Artículo 5°. Alcance del acompañamiento es-
pecial y voluntario. El acompañamiento especial y 
voluntario para la mujer en embarazo que se solici-
te, consistirá en:

1. Se prestará toda la atención psicológica que 
requiera la mujer en estado de embarazo o que sea 
ordenada por el médico tratante, sin que sea posi-
ble alegar exclusión alguna, sin perjuicio de que la 
entidad que la atiende pueda realizar los correspon-
dientes recobros.

2. No se causará cobro alguno por tratamiento o 
atención a la mujer en estado de embarazo, por par-
te de ninguno de los actores del sistema, así como 
tampoco habrá lugar al cobro de los llamados copa-
gos establecidos en las normas que rigen la materia.

3. Se prestará apoyo jurídico gratuito por con-
ducto de los consultorios jurídicos, de las institu-
ciones que dispongan de estos centros.

4. El Instituto Colombiano de Bienestar Fami-
liar, ICBF, designará un funcionario especializado 
que haga seguimiento a la atención de que trata la 
presente ley. Así mismo, adoptará todas las medi-
das administrativas que requiera para que el apoyo 
y acompañamiento sean efectivos y proporciona-
dos a la necesidad de la mujer.

Artículo 6°. ELIMINADO.
Artículo 7°. Acompañamiento extendido en caso 

de interrupción del embarazo. Cuando se presenta-
re algunas de las circunstancias señaladas en el pre-
sente artículo y la mujer gestante así lo requiera, se 
extenderá la cobertura de protección a que se refie-
re la presente ley por todo el tiempo que el tratante 
psicológico determine y en todo caso, en término 
no inferior a un (1) año, sin perjuicio de la atención 
que corresponda dentro de las coberturas del régi-
men de aseguramiento al que esté vinculada.

Las circunstancias de la mujer en estado de 
embarazo a que hace referencia el inciso anterior,  
serán:

a) Cuando la continuación del embarazo consti-
tuya peligro para la vida o la salud de la mujer.

b) Cuando exista grave malformación del feto 
que haga inviable su vida o que genere graves y 
permanentes alteraciones de su condición física y 
de salud.

c) Cuando el embarazo sea el resultado de una 
conducta, debidamente denunciada, constitutiva 
de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, 
abusivo o de inseminación artificial o transferencia 
de óvulo fecundado no consentidas, o de incesto.

d) La mujer en embarazo con edad inferior a los 
dieciséis (16) años.

Cuando el embarazo se presente en mujer con 
edad inferior a los dieciséis (16) años el acompa-
ñamiento se extenderá hasta tanto cumpla esa edad, 
sin perjuicio de la atención que corresponda dentro 



Gaceta del Congreso  1.137 	 Martes, 28 de diciembre de 2010	 Página 11

de las coberturas del régimen de aseguramiento al 
que esté vinculada.

Artículo 8°. Protección a la mujer en condición 
de vinculada. Si la mujer en estado de embarazo 
no se encuentra vinculada a un régimen de asegu-
ramiento en salud, previo reporte y petición que se 
haga por ella o en su nombre, con carácter priori-
tario ante la autoridad de salud territorial, ingresará 
bajo el cuidado de dicha autoridad para los efectos 
de la protección de que trata la presente ley.

En todo caso, sin la autoridad territorial a que se 
acude, dispone de cupos por cubrir en el régimen 
subsidiado, se autorizará su ingreso o afiliación, 
con la simple solicitud y prueba de la condición de 
mujer en estado de especial protección que realice 
cualquier entidad de las que trata el artículo 2° de 
la presente ley.

Artículo 9°. Acompañamiento general. Toda 
mujer en estado de embarazo y en su etapa posparto 
tendrá tratamiento preferente en lo atinente a pres-
tación de servicios, coberturas, resolución de pe-
ticiones, suministro de medicamentos, la atención 
psicológica que requiera o que sea ordenada por el 
médico tratante y demás aspectos concernientes al 
sistema de aseguramiento en salud y riesgos profe-
sionales.

De igual manera todas las instituciones públicas 
y privadas dispondrán en sus normas internas de 
operación y funcionamiento que se preste atención 
prioritaria a la mujer en estado de embarazo y en el 
posparto.

De manera especial se adoptarán las medidas del 
caso para que se visibilice y se haga efectiva la pro-
tección y prioridad que se le reconoce en el Estado 
colombiano a la mujer en estado de embarazo en el 
servicio público de transporte, en las instituciones 
financieras y de servicios y, en general, en la aten-
ción de todas las agencias públicas.

Artículo 10. El Ministerio Público y la Defensoría 
del Pueblo adoptarán las medidas internas que consi-
deren necesarias y pertinentes en orden a garantizar 
la efectividad de las disposiciones contenidas en la 
presente ley, a prevenir conductas contrarias a su es-
píritu y a sancionar a quienes la infrinjan.

Las Superintendencias Nacional de Salud y del 
Subsidio Familiar supervisarán el cumplimiento de 
lo ordenado en la presente ley frente a las entidades 
por estas vigiladas, sancionando su inaplicación de 
conformidad con las faltas y procedimientos aplica-
bles en la normatividad vigente.

Artículo 11. Promoción de la cultura de la vida. 
En un término no mayor a seis (6) meses a partir 
de la creación del sistema nacional de protección a 
la mujer en estado de embarazo el Ministerio de la 
Protección Social liderará y estructurará el diseño, 
ejecución y el seguimiento de todas las medidas ne-
cesarias en orden a institucionalizar e interiorizar 
en el país una cultura por la vida, para la promoción 
de la acogida a quien está por nacer, para la con-
cientización responsable en el manejo de la sexua-
lidad y de la capacidad reproductiva, de la corres-
ponsabilidad de la pareja y de la familia y el valor 
del mecanismo de la adopción.

Parágrafo. Para los efectos del presente artículo 
el Ministerio de Educación Nacional dispondrá lo 
necesario y velará para que en las instituciones de 
educación formal se realicen actividades informa-
tivas sobre la materia y se lleven a cabo campañas 
orientadas a la debida información de la mujer y a 
la toma de decisiones con responsabilidad.

Para la ejecución de estas actividades y con 
aplicación del principio de pluralismo y tolerancia, 
podrán celebrarse acuerdos con instituciones espe-
cializadas para que promuevan libremente sus valo-
res bajo los postulados de la autodeterminación, la 
responsabilidad y la libertad razonada.

Artículo 12. Participación de las cajas de com-
pensación familiar. Las cajas de compensación fa-
miliar quedan obligadas a realizar programas tales 
como los descritos en el artículo anterior para la po-
blación a ellas afiliadas, incluyendo a los miembros 
del núcleo familiar del trabajador y a los miembros 
del núcleo familiar de los desempleados sujetos 
de su protección en los términos de la Ley 789 de 
2002.

Tales servicios serán sin costo alguno y se cubri-
rán contra los excedentes que generen en la opera-
ción de los servicios distintos al reconocimiento de 
la cuota monetaria de subsidio.

Artículo 13. La presente ley rige a partir de su 
promulgación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., 2 de diciembre de 2010.
En sesión plenaria del 1° de diciembre de 2010, 

fue aprobado en segundo debate el Texto Definiti-
vo con modificaciones del Proyecto de ley número 
060 de 2009 Cámara, por medio de la cual se crea el 
Sistema Nacional de Protección a la Mujer en Esta-
do de Embarazo y en el Posparto, se establecen los 
programas de promoción a la acogida de la vida y 
se dictan otras disposiciones. Esto con el fin de que 
el citado proyecto de ley siga su curso legal y regla-
mentario y de esta manera dar cumplimiento con lo 
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior de conformidad con el artículo 5° del 
Acto Legislativo número 01 de 2009, según consta 
en el Acta de Sesión Plenaria número 37 de diciem-
bre 1° de 2010, previo su anuncio el 30 de noviem-
bre de los corrientes, según Acta de Sesión Plenaria 
número 36.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA  

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 082  
DE 2010 CÁMARA - 163 DE 2010 SENADO

por la cual se modifica la naturaleza jurídica de  
la empresa servicio aéreo a territorios nacionales 

(Satena) y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Naturaleza jurídica, denominación 

y sede. Autorizar a la empresa Servicio Aéreo a Te-
rritorios Nacionales (Satena), empresa industrial 
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y comercial del Estado del orden nacional, con 
personería jurídica, autonomía y capital propio de 
acuerdo con lo establecido en el Decreto 2344 de 
1971, la emisión de acciones para que sean colo-
cadas en el mercado y puedan ser adquiridas por 
personas naturales o jurídicas. Una vez emitidas y 
colocadas total o parcialmente las acciones de que 
trata la presente ley, la sociedad quedará organiza-
da como sociedad de economía mixta por acciones 
del orden nacional, de carácter anónimo, vinculada 
al Ministerio de Defensa Nacional, se denominará 
Satena S.A. su domicilio principal será la ciudad 
de Bogotá, D. C., y podrá establecer subsidiarias, 
sucursales y agencias en el territorio nacional y  
en el exterior.

Parágrafo 1º. Para la denominación del valor 
inicial de los títulos a emitir Satena S.A. contrata-
rá, atendiendo principios de gobierno corporativo, 
una banca de inversión de reconocida idoneidad 
y trayectoria en procesos similares en el sector de 
transporte aéreo. La banca de inversión además de 
realizar la valoración de la empresa, se encargará 
de la estructuración del proceso en todas sus fases.

Parágrafo 2º. En el proceso de transformación 
autorizado en este artículo se garantizará que la 
Nación conserve la participación accionaria del 
cincuenta y uno por ciento (51%) de Satena S.A. 
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el 
Ministerio de Defensa Nacional serán socios de Sa-
tena S.A., se autoriza enajenar el restante cuarenta 
y nueve por ciento (49%) de las acciones, conforme 
al plan de enajenación que defina el Gobierno Na-
cional para el efecto.

Parágrafo 3º. Satena S.A. seguirá cumpliendo 
con su aporte social, con el fin de integrar las re-
giones más apartadas con los Centros económicos 
del país, para coadyuvar al desarrollo económico, 
social y cultural de estas regiones, y contribuir al 
ejercicio de la soberanía nacional de las zonas apar-
tadas del país.

Artículo 2°. Asunción de deuda pública. Una 
vez se formalice la modificación de la naturaleza 
jurídica de Satena S.A. de que trata el artículo ante-
rior, la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público podrá recibir en canje, capitalizar y/o asu-
mir deuda financiera de la empresa Servicio Aéreo 
a Territorios Nacionales (Satena), que haya contado 
y/o cuente con la garantía por la Nación, hasta por 
la suma de noventa y ocho mil millones de pesos 
COP$98.000.000.000 moneda legal colombiana, 
de acuerdo con la liquidación que efectúe la Direc-
ción de Crédito Público y Tesoro Nacional del Mi-
nisterio de Hacienda y Crédito Público. A cambio, 
la Nación Ministerio de Hacienda y Crédito Públi-
co recibirá acciones de dicha empresa por un valor 
igual a la deuda que se reciba en canje, se capitalice 
y/o asuma.

Parágrafo 1°. Para los efectos de la presente ley, 
el valor por el cual la Nación - Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público recibirá las acciones de Satena 
S. A., será el valor nominal de dichas acciones.

Parágrafo 2°. La Nación - Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público, en primer lugar, cancelará 
sin situación de fondos las cuentas por cobrar o 

acuerdos de pago suscritos por Satena por los pa-
gos efectuados por ella hasta la fecha de expedición 
de la presente ley y en segundo lugar suscribirá los 
documentos correspondientes con las entidades fi-
nancieras prestamistas.

Parágrafo 3º. Entrega de acciones. Satena S. A. 
deberá entregar a la Nación - Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público la totalidad de las acciones 
equivalentes al canje, capitalización y/o asunción 
de deuda autorizada por la presente ley, junto con 
una certificación en la que conste el correspondien-
te registro de las acciones en el libro de accionistas 
y solo hasta que se entregue dicha certificación y 
las acciones correspondientes se entenderá efectua-
do el pago por parte de Satena S.A.

Artículo 3º. Órganos de dirección y administra-
ción. Satena S.A., una vez constituida como Socie-
dad de economía mixta, será dirigida y administra-
da por la Asamblea General de Accionistas, la Junta 
Directiva y el Presidente de la Sociedad de acuerdo 
con lo que señalen sus estatutos.

Artículo 4º. Autorizaciones. La Nación - Minis-
terio de Defensa Nacional y la Nación - Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público serán socios de Sa-
tena S.A.

Las entidades adscritas o vinculadas al Minis-
terio de Defensa Nacional podrán concurrir jun-
to con las entidades mencionadas, como socios 
a la protocolización del acto de constitución de  
Satena S.A.

Artículo 5º. Régimen aplicable a Satena S.A. 
Todos los actos jurídicos, contratos y actuaciones 
necesarias para administrar y desarrollar el objeto 
social de Satena S.A., una vez constituida como 
Sociedad de economía mixta, se regirán exclusiva-
mente por las reglas del derecho privado, sin aten-
der el porcentaje del aporte estatal dentro del capi-
tal social de la empresa.

Parágrafo. De acuerdo con lo establecido por los 
artículos 9º de la Ley 80 de 1968 y 27 del Decre-
to 2344 de 1971, los aviones de Satena S.A. en su 
operación nacional, conservarán la calidad de avio-
nes militares y estarán sometidos al régimen jurí-
dico que sobre aeronavegación rige para estos. Sin 
embargo, en los casos de responsabilidad contrac-
tual o extracontractual que sean consecuencia di-
recta del empleo de dichos aviones en servicios de 
transporte aéreo, se someterán al derecho común. 
Satena S.A. se ceñirá en el cumplimiento de sus 
funciones a las normas legales que la crearon y sus  
estatutos.

Artículo 6º. Régimen Laboral. Una vez ocurra 
el cambio de naturaleza jurídica de Satena S.A., la 
totalidad de los servidores públicos de Satena S.A. 
tendrán el carácter de trabajadores particulares y 
por ende, a los contratos individuales de trabajo 
continuarán aplicándoles las disposiciones conte-
nidas en el Código Sustantivo del Trabajo, con las 
modificaciones y adiciones que se presenten.

Los trabajadores y pensionados de Satena S.A. 
continuarán rigiéndose por las normas que hoy les 
son aplicables en materia de seguridad social.
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Parágrafo 1º. A Satena S.A., una vez constituida 
como sociedad de economía mixta, no le será apli-
cable la disposición contenida en el artículo 92 de 
la Ley 617 de 2000 y las normas que le adicionen, 
modifiquen o sustituyan.

Parágrafo 2º. El Gobierno Nacional po-
drá destinar personal en comisión del servicio a  
Satena S.A.

Artículo 7º. Transición en materia disciplinaria. 
La Oficina de Control Disciplinario Interno de Sa-
tena S.A., continuará conociendo de los procesos 
que se encontraren con apertura de investigación 
disciplinaria hasta por el término de dos (2) años, 
contados a partir de que la Empresa se constituya 
como sociedad de economía mixta.

Las demás investigaciones y quejas que a dicha 
fecha se encontraren por tramitar, pasarán a conoci-
miento de la Procuraduría General de la Nación, al 
igual que aquellos procesos disciplinarios que trans-
curridos los dos años no se hubieren culminado.

Artículo 8º. Subcomisión de Verificación. Las 
Comisiones Cuartas de Senado de la República 
y Cámara de Representantes, elegirán de su seno 
una Subcomisión, encargada de verificar el cumpli-
miento de la transformación de Satena ordenada en 
la presente ley. Dicha Subcomisión rendirá infor-
mes semestrales sobre los avances de la transfor-
mación ante las respectivas Comisiones Constitu-
cionales Permanentes.

Artículo nuevo. Duración. Satena S.A. podrá 
tener una duración de hasta noventa y nueve (99) 
años.

Artículo 9º. Vigencia y derogatorias. La presen-
te ley rige a partir de la fecha de su promulgación 
y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables Representantes a la Cámara 
de Representantes,

Pedro Mary Muvdi Aranguena, Coordinador 
Ponente; Jack Housni Jaller y Miguel Amín Escaf, 

Ponentes.
SECRETARÍA GENERAL

Bogotá, D. C., 16 de diciembre 2010.
En sesión plenaria de 15 de diciembre de 2010, 

fue aprobado en segundo debate el Texto Definitivo 
con modificaciones del Proyecto de ley número 082 
de 2010 Cámara - 163 de 2010 Senado, por la cual 
se modifica la naturaleza jurídica de la Empresa 
Servicio Aéreo a Territorios Nacionales (Satena) 
y se dictan otras disposiciones. Esto con el fin de 
que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimien-
to con lo establecido en el artículo 182 de la Ley  
5ª de 1992.

Lo anterior de conformidad con el artículo 5° 
del Acto Legislativo número 01 de 2009, según 
consta en el Acta de Sesión Plenaria número 42 de 
diciembre 15 de 2010, previo su anuncio el 14 de 
diciembre de 2010, según Acta de Sesión Plenaria 
número 41.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 143 

DE 2010 CÁMARA - 206 DE 2009 SENADO
por medio de la cual se aprueba el Tratado Cons-
titutivo de la Unión de Naciones Suramericanas, 
hecho en Brasilia (Brasil), el veintitrés de mayo  

de dos mil ocho.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Tratado Constitutivo 

de la Unión de Naciones Suramericanas”, hecho en 
Brasilia (Brasil), el veintitrés de mayo de dos mil 
ocho.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Tratado 
Constitutivo de la Unión de Naciones Surameri-
canas”, hecho en Brasilia (Brasil), el veintitrés de 
mayo de dos mil ocho, que por el artículo 1° de esta 
ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha 
en que se perfeccione el vínculo internacional res-
pecto de la misma.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

De los honorables Representantes,
Telésforo Pedraza Ortega, Ponente Coordi-

nador; Albeiro Vanegas Osorio; Óscar de Jesús 
Marín; José Ignacio Mesa Betancur; Yahir Acuña 
Cardales; Iván Cepeda Castro; Bayardo Gilberto 
Betancourt Pérez, Ponentes.

Bogotá, D. C., diciembre 14 de 2010.
En sesión plenaria del 14 de diciembre de 2010, 

fue aprobado en segundo debate el Texto Definitivo 
sin modificaciones del Proyecto de ley número 143 
de 2010 Cámara - 206 de 2009 Senado, por medio 
de la cual se aprueba el Tratado Constitutivo de la 
Unión de Naciones Suramericanas, hecho en Bra-
silia (Brasil), el veintitrés de mayo de dos mil ocho. 
Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga 
su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior de conformidad 
con el artículo 5° del Acto Legislativo número 01 
de 2009, según consta en el Acta de Sesión Plena-
ria número 41 de diciembre 14 de 2010, previo su 
anuncio el 13 de diciembre de los corrientes, según 
Acta de Sesión Plenaria número 40.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 206 DE 2009
por medio de la cual se aprueba el Tratado Cons-
titutivo de la Unión de Naciones Suramericanas, 
hecho en Brasilia (Brasil), el veintitrés de mayo  

de dos mil ocho.
El Congreso de la República

Visto el texto del “Tratado Constitutivo de la 
Unión de Naciones Suramericanas”, hecho en Bra-
silia (Brasil), el veintitrés de mayo de dos mil ocho, 
que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia fiel y 
completa del texto en idioma castellano del instru-
mento internacional mencionado, tomada de la co-
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pia certificada por el Director General de Tratados 
del Ministerio de Relaciones Exteriores de la Re-
pública del Ecuador, documento que reposa en los 
archivos de la Oficina Jurídica de este Ministerio).
TRATADO CONSTITUTIVO DE LA UNIÓN 

DE NACIONES SURAMERICANAS
La República Argentina, la República de Bolivia, 

la República Federativa del Brasil, la República de 
Colombia, la República de Chile, la República del 
Ecuador, la República Cooperativa de Guyana, la 
República del Paraguay, la República del Perú, la 
República de Suriname, la República Oriental del 
Uruguay y la República Bolivariana de Venezuela,

PREÁMBULO
APOYADAS en la historia compartida y solida-

ria de nuestras naciones, multiétnicas, plurilingües 
y multiculturales, que han luchado por la emanci-
pación y la unidad suramericana, honrando el pen-
samiento de quienes forjaron nuestra independen-
cia y libertad a favor de esa unión y la construcción 
de un futuro común;

INSPIRADAS en las Declaraciones de Cusco (8 
de diciembre de 2004), Brasilia (30 de septiembre 
de 2005) y Cochabamba (9 de diciembre de 2006);

AFIRMAN su determinación de construir una 
identidad y ciudadanía suramericanas y desarrollar 
un espacio regional integrado en lo político, eco-
nómico, social, cultural, ambiental, energético y de 
infraestructura, para contribuir al fortalecimiento 
de la unidad de América Latina y el Caribe;

CONVENCIDAS de que la integración y la 
unión suramericanas son necesarias para avanzar 
en el desarrollo sostenible y el bienestar de nues-
tros pueblos, así como para contribuir a resolver los 
problemas que aún afectan a la región, como son la 
pobreza, la exclusión y la desigualdad social per-
sistentes;

SEGURAS de que la integración es un paso de-
cisivo hacia el fortalecimiento del multilateralismo 
y la vigencia del derecho en las relaciones interna-
cionales para lograr un mundo multipolar, equili-
brado y justo en el que prime la igualdad soberana 
de los Estados y una cultura de paz en un mundo 
libre de armas nucleares y de destrucción masiva;

RATIFICAN que tanto la integración como la 
unión suramericanas se fundan en los principios 
rectores de: irrestricto respeto a la soberanía, in-
tegridad e inviolabilidad territorial de los Estados; 
autodeterminación de los pueblos; solidaridad; co-
operación; paz; democracia; participación ciuda-
dana y pluralismo; derechos humanos universales, 
indivisibles e interdependientes; reducción de las 
asimetrías y armonía con la naturaleza para un de-
sarrollo sostenible;

ENTIENDEN que la integración suramericana 
debe ser alcanzada a través de un proceso innova-
dor, que incluya todos los logros y lo avanzado por 
los procesos de MERCOSUR y la CAN, así como 
la experiencia de Chile, Guyana y Suriname, yendo 
más allá de la convergencia de los mismos;

CONSCIENTES de que este proceso de cons-
trucción de la integración y la unión suramericanas 
es ambicioso en sus objetivos estratégicos, que de-

berá ser flexible y gradual en su implementación, 
asegurando que cada Estado adquiera los compro-
misos según su realidad;

RATIFICAN que la plena vigencia de las ins-
tituciones democráticas y el respeto irrestricto de 
los derechos humanos son condiciones esenciales 
para la construcción de un futuro común de paz 
y prosperidad económica y social y el desarrollo 
de los procesos de integración entre los Estados  
Miembros;

ACUERDAN:
Artículo 1

Constitución de UNASUR
Los Estados Parte del presente Tratado deciden 

constituir la Unión de Naciones Suramericanas 
(UNASUR) como una organización dotada de per-
sonalidad jurídica internacional.

Artículo 2
Objetivo

La Unión de Naciones Suramericanas tiene 
como objetivo construir, de manera participativa y 
consensuada, un espacio de integración y unión en 
lo cultural, social, económico y político entre sus 
pueblos, otorgando prioridad al diálogo político, las 
políticas sociales, la educación, la energía, la infra-
estructura, el financiamiento y el medio ambiente, 
entre otros, con miras a eliminar la desigualdad so-
cioeconómica, lograr la inclusión social y la parti-
cipación ciudadana, fortalecer la democracia y re-
ducir las asimetrías en el marco del fortalecimiento 
de la soberanía e independencia de los Estados.

Artículo 3
Objetivos Específicos

La Unión de Naciones Suramericanas tiene 
como objetivos específicos:

a) el fortalecimiento del diálogo político entre 
los Estados Miembros que asegure un espacio de 
concertación para reforzar la integración surameri-
cana y la participación de UNASUR en el escenario 
internacional;

b) el desarrollo social y humano con equidad 
e inclusión para erradicar la pobreza y superar las 
desigualdades en la región;

e) la erradicación del analfabetismo, el acceso 
universal a una educación de calidad y el reconoci-
miento regional de estudios y títulos;

d) la integración energética para el aprovecha-
miento integral, sostenible y solidario de los recur-
sos de la región;

e) el desarrollo de una infraestructura para la in-
terconexión de la región y entre nuestros pueblos 
de acuerdo a criterios de desarrollo social y econó-
mico sustentables;

f) la integración financiera mediante la adopción 
de mecanismos compatibles con las políticas eco-
nómicas y fiscales de los Estados Miembros;

g) la protección de la biodiversidad, los recursos 
hídricos y los ecosistemas, así como la cooperación 
en la prevención de las catástrofes y en la lucha 
contra las causas y los efectos del cambio climático;
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h) el desarrollo de mecanismos concretos y efec-
tivos para la superación de las asimetrías, logrando 
así una integración equitativa;

i) la consolidación de una identidad surameri-
cana a través del reconocimiento progresivo de 
derechos a los nacionales de un Estado Miem-
bro residentes en cualquiera de los otros Estados 
Miembros, con el fin de alcanzar una ciudadanía 
suramericana;

j) el acceso universal a la seguridad social y a los 
servicios de salud;

k) la cooperación en materia de migración, 
con un enfoque integral, bajo el respeto irrestric-
to de los derechos humanos y laborales para la 
regularización migratoria y la armonización de  
políticas;

1) la cooperación económica y comercial para 
lograr el avance y la consolidación de un proceso 
innovador, dinámico, transparente, equitativo y 
equilibrado, que contemple un acceso efectivo, pro-
moviendo el crecimiento y el desarrollo económico 
que supere las asimetrías mediante la complemen-
tación de las economías de los países de América 
del Sur, así como la promoción del bienestar de to-
dos los sectores de la población y la reducción de 
la pobreza;

m) la integración industrial, y productiva, con 
especial atención en las pequeñas y medianas em-
presas, las cooperativas, las redes y otras formas de 
organización productiva;

n) la definición e implementación de políticas y 
proyectos comunes o complementarios de investi-
gación, innovación, transferencia y producción tec-
nológica, con miras a incrementar la capacidad, la 
sustentabilidad y el desarrollo científico y tecnoló-
gico propios;

o) la promoción de la diversidad cultural y de las 
expresiones de la memoria y de los conocimientos 
y saberes de los pueblos de la región, para el forta-
lecimiento de sus identidades;

p) la participación ciudadana a través de meca-
nismos de interacción y diálogo entre UNASUR y 
los diversos actores sociales en la formulación de 
políticas de integración suramericana;

q) la coordinación entre los organismos espe-
cializados de los Estados Miembros, teniendo en 
cuenta las normas internacionales, para fortalecer 
la lucha contra el terrorismo, la corrupción, el pro-
blema mundial de las drogas, la trata de personas, 
el tráfico de armas pequeñas y ligeras, el crimen or-
ganizado transnacional y otras amenazas, así como 
para el desarme, la no proliferación de armas nu-
cleares y de destrucción masiva, y el desminado;

r) la promoción de la cooperación entre las au-
toridades judiciales de los Estados Miembros de 
UNASUR:

s) el intercambio de información y de experien-
cias en materia de defensa;

t) la cooperación para el fortalecimiento de la 
seguridad ciudadana, y

u) la cooperación sectorial como un mecanismo 
de profundización de la integración suramericana, 

mediante el intercambio de información, experien-
cias y capacitación.

Artículo 4
Órganos

Los órganos de UNASUR son:
1. El Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de 

Gobierno;
2. El Consejo de Ministras y Ministros de Rela-

ciones Exteriores;
3. El Consejo de Delegadas y Delegados;
4. La Secretaría General.

Artículo 5
Desarrollo de la Institucionalidad

Podrán convocarse y conformarse reuniones Mi-
nisteriales Sectoriales, Consejos de nivel Ministerial, 
Grupos de Trabajo y otras instancias institucionales 
que se requieran, de naturaleza permanente o tempo-
ral, para dar cumplimiento a los mandatos y recomen-
daciones de los órganos competentes. Estas instancias 
rendirán cuenta del desempeño de sus cometidos a 
través del Consejo de Delegadas y Delegados, que 
lo elevará al Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de 
Gobierno o al Consejo de Ministras y Ministros de 
Relaciones Exteriores, según corresponda.

Los acuerdos adoptados por las Reuniones Mi-
nisteriales Sectoriales, Consejos de nivel Ministe-
rial, los Grupos de Trabajo y otras instancias ins-
titucionales serán presentados a consideración del 
órgano competente que los ha creado o convocado.

El Consejo Energético de Suramérica, creado en 
la Declaración de Margarita (17 de abril de 2007), 
es parte de UNASUR.

Artículo 6
El Consejo de Jefas y Jefes de Estado  

y de Gobierno
El Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de Go-

bierno es el órgano máximo de UNASUR.
Sus atribuciones son:
a) establecer los lineamientos políticos, planes 

de acción, programas y proyectos del proceso de 
integración suramericana y decidir las prioridades 
para su implementación;

b) convocar Reuniones Ministeriales Sectoriales 
y crear Consejos de nivel Ministerial;

c) decidir sobre las propuestas presentadas por 
el Consejo de Ministras y Ministros de Relaciones 
Exteriores;

d) adoptar los lineamientos políticos para las re-
laciones con terceros.

Las reuniones ordinarias del Consejo de Jefas y 
Jefes de Estado y de Gobierno tendrán una periodi-
cidad anual. A petición de un Estado Miembro, se 
podrá convocar a reuniones extraordinarias, a tra-
vés de la Presidencia Pro Témpore, con el consenso 
de todos los Estados Miembros de UNASUR.

Artículo 7
La Presidencia Pro Témpore

La Presidencia Pro Témpore de UNASUR será 
ejercida sucesivamente por cada uno de los Estados 
Miembros, en orden alfabético, por períodos anuales.
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Sus atribuciones son:
a) preparar, convocar y presidir las reuniones de 

los órganos de UNASUR;
b) presentar para su consideración al Consejo de 

Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores y 
al Consejo de Delegadas y Delegados el Programa 
anual de actividades de UNASUR, con fechas, se-
des y agenda de las reuniones de sus órganos en 
coordinación con la Secretaría General;

c) representar a UNASUR en eventos interna-
cionales, previa delegación aprobada por los Esta-
dos Miembros;

d) asumir compromisos y firmar Declaraciones 
con terceros, previo consentimiento de los órganos 
correspondientes de UNASUR.

Artículo 8
El Consejo de Ministras  

y Ministros de Relaciones Exteriores
El Consejo de Ministras y Ministros de Relacio-

nes Exteriores tiene las siguientes atribuciones:
a) adoptar Resoluciones para implementar las 

Decisiones del Consejo de Jefas y Jefes de Estado 
y de Gobierno;

b) proponer proyectos de Decisiones y preparar 
las reuniones del Consejo de Jefas y Jefes de Estado 
y de Gobierno;

c) coordinar posiciones en temas centrales de la 
integración suramericana;

d) desarrollar y promover el diálogo político y 
la concertación sobre temas de interés regional e 
internacional;

e) realizar el seguimiento y evaluación del pro-
ceso de integración en su conjunto;

f) aprobar el Programa anual de activida-
des y el presupuesto anual de funcionamiento de  
UNASUR;

g) aprobar el financiamiento de las iniciativas 
comunes de UNASUR;

h) implementar los lineamientos políticos en las 
relaciones con terceros;

i) aprobar resoluciones y reglamentos de carác-
ter institucional o sobre otros temas que sean de su 
competencia;

j) crear Grupos de Trabajo en el marco de las 
prioridades fijadas por el Consejo de Jefas y Jefes 
de Estado y de Gobierno.

Las reuniones ordinarias del Consejo de Minis-
tras y Ministros de Relaciones Exteriores tendrán 
una periodicidad semestral, pudiendo convocar la 
Presidencia Pro Témpore a reuniones extraordina-
rias a petición de la mitad de los Estados Miembros.

Artículo 9
El Consejo de Delegadas y Delegados

El Consejo de Delegadas y Delegados tiene las 
siguientes atribuciones:

a) implementar mediante la adopción de las Dis-
posiciones pertinentes, las Decisiones del Consejo 
de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno, y las Re-
soluciones del Consejo de Ministras y Ministros de 

Relaciones Exteriores, con el apoyo de la Presiden-
cia Pro Témpore y la Secretaría General;

b) preparar las reuniones del Consejo de Minis-
tras y Ministros de Relaciones Exteriores;

c) elaborar proyectos de Decisiones, Resolucio-
nes y Reglamentos para la consideración del Con-
sejo de Ministras y Ministros de Relaciones Exte-
riores;

d) compatibilizar y coordinar las iniciativas de 
UNASUR con otros procesos de integración regio-
nal y subregional vigentes, con la finalidad de pro-
mover la complementariedad de esfuerzos;

e) conformar, coordinar y dar seguimiento a los 
Grupos de Trabajo;

f) dar seguimiento al diálogo político y a la con-
certación sobre temas de interés regional e interna-
cional;

g) promover los espacios de diálogo que favo-
rezcan la participación ciudadana en el proceso de 
integración suramericana;

h) proponer al Consejo de Ministras y Ministros 
de Relaciones Exteriores el proyecto de presupues-
to ordinario anual de funcionamiento para su consi-
deración y aprobación.

El Consejo de Delegadas y Delegados está con-
formado por una o un representante acreditado por 
cada Estado Miembro. Se reúne con una periodici-
dad preferentemente bimestral, en el territorio del 
Estado que ejerce la Presidencia Pro Témpore u 
otro lugar que se acuerde.

Artículo 10
La Secretaría General

La Secretaría General es el órgano que, bajo la 
conducción del Secretario General, ejecuta los man-
datos que le confieren los órganos de UNASUR y 
ejerce su representación por delegación expresa de 
los mismos. Tiene su sede en Quito, Ecuador.

Sus atribuciones son:
a) apoyar al Consejo de Jefas y Jefes de Estado 

y de Gobierno, al Consejo de Ministras y Ministros 
de Relaciones Exteriores, al Consejo de Delegadas 
y Delegados y a la Presidencia Pro Témpore, en el 
cumplimiento de sus funciones;

b) proponer iniciativas y efectuar el seguimiento 
a las directrices de los órganos de UNASUR;

c) participar con derecho a voz y ejercer la fun-
ción de secretaría en las reuniones de los órganos 
de UNASUR;

d) preparar y presentar la Memoria Anual y los 
informes respectivos a los órganos correspondien-
tes de UNASUR;

e) servir como depositaria de los Acuerdos en 
el ámbito de UNASUR y disponer su publicación 
correspondiente;

f) preparar el proyecto de presupuesto anual 
para la consideración del Consejo de Delegadas y 
Delegados y adoptar las medidas necesarias para su 
buena gestión y ejecución;

g) preparar los proyectos de Reglamento para el 
funcionamiento de la Secretaría General, y some-
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terlos a la consideración y aprobación de los órga-
nos correspondientes;

h) coordinar con otras entidades de integración 
y cooperación de América Latina y el Caribe para 
el desarrollo de las actividades que le encomienden 
los órganos de UNASUR;

i) celebrar, de acuerdo con los reglamentos, to-
dos los actos jurídicos necesarios para la buena ad-
ministración y gestión de la Secretaría General.

El Secretario General será designado por el 
Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno a 
propuesta del Consejo de Ministras y Ministros de 
Relaciones Exteriores, por un período de dos años, 
renovable por una sola vez. El Secretario General 
no podrá ser sucedido por una persona de la misma 
nacionalidad.

Durante el ejercicio de sus funciones, el Secre-
tario General y los funcionarios de la Secretaría 
tendrán dedicación exclusiva, no solicitarán ni reci-
birán instrucciones de ningún Gobierno, ni entidad 
ajena a UNASUR, y se abstendrán de actuar en for-
ma incompatible con su condición de funcionarios 
internacionales responsables únicamente ante esta 
organización internacional.

El Secretario General ejerce la representación 
legal de la Secretaría General.

En la selección de los funcionarios de la Secre-
taría General, se garantizará una representación 
equitativa entre los Estados Miembros, tomando en 
cuenta, en lo posible, criterios de género, idiomas, 
étnicos y otros.

Artículo 11
Fuentes Jurídicas

Las fuentes jurídicas de UNASUR son las si-
guientes:

1. El Tratado Constitutivo de UNASUR y los 
demás instrumentos adicionales;

2. Los Acuerdos que celebren los Estados Miem-
bros de UNASUR sobre la base de los instrumentos 
mencionados en el punto precedente;

3. Las Decisiones del Consejo de Jefas y Jefes 
de Estado y de Gobierno;

4. Las Resoluciones del Consejo de Ministras y 
Ministros de Relaciones Exteriores; y

5. Las Disposiciones del Consejo de Delegadas 
y Delegados.

Artículo 12
Aprobación de la Normativa

Toda la normativa de UNASUR se adoptará por 
consenso.

Las Decisiones del Consejo de Jefas y Jefes de 
Estado y de Gobierno, las Resoluciones del Conse-
jo de Ministras y Ministros de Relaciones Exterio-
res y las Disposiciones del Consejo de Delegadas y 
Delegados, se podrán acordar estando presentes al 
menos tres cuartos (3/4) de los Estados Miembros.

Las Decisiones del Consejo de Jefas y Jefes de 
Estado y de Gobierno, las Resoluciones del Consejo 
de Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores, 
que se acuerden sin la presencia de todos los Esta-
dos Miembros deberán ser consultadas por el Se-

cretario General a los Estados Miembros ausentes, 
los que deberán pronunciarse en un plazo máximo 
de treinta (30) días calendario, luego de haber re-
cibido el documento en el idioma correspondiente. 
En el caso del Consejo de Delegadas y Delegados, 
dicho plazo será de quince (15) días.

Los Grupos de Trabajo podrán sesionar y reali-
zar propuestas siempre que el quórum de las reunio-
nes sea de mitad más uno de los Estados Miembros.

Los actos normativos emanados de los órganos 
de UNASUR, serán obligatorios para los Estados 
Miembros una vez que hayan sido incorporados en 
el ordenamiento jurídico de cada uno de ellos, de 
acuerdo a sus respectivos procedimientos internos.

Artículo 13
Adopción de Políticas y Creación  

de Instituciones, Organizaciones y Programas
Uno o más Estados Miembros podrán someter a 

consideración del Consejo de Delegadas y Delega-
dos una propuesta de adopción de políticas, crea-
ción de instituciones, organizaciones o programas 
comunes para ser adoptados de manera consensua-
da, sobre la base de criterios flexibles y graduales 
de implementación según los objetivos de UNA-
SUR y lo dispuesto en los artículos 5 y 12 del pre-
sente Tratado.

En el caso de programas, instituciones u organi-
zaciones en que participen Estados Miembros con 
anterioridad a la vigencia de este Tratado podrán 
ser considerados como programas, instituciones u 
organizaciones de UNASUR de acuerdo a los pro-
cedimientos señalados en este artículo y en conso-
nancia con los objetivos de este Tratado.

Las propuestas se presentarán al Consejo de De-
legadas y Delegados. Una vez aprobadas por con-
senso se remitirán al Consejo de Ministras y Minis-
tros de Relaciones Exteriores y, subsecuentemente, 
al Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de Gobier-
no, para su aprobación por consenso. Cuando una 
propuesta no sea objeto de consenso, la misma solo 
podrá ser sometida nuevamente al Consejo de De-
legadas y Delegados seis meses después de su últi-
ma inclusión en agenda.

Aprobada una propuesta por la instancia máxi-
ma de UNASUR, tres o más Estados Miembros po-
drán iniciar su desarrollo, siempre y cuando se ase-
gure, tanto la posibilidad de incorporación de otros 
Estados Miembros, como la información periódica 
de su avance al Consejo de Delegadas y Delegados.

Cualquier Estado Miembro podrá eximirse de 
aplicar total o parcialmente una política aprobada, 
sea por tiempo definido o indefinido, sin que ello 
impida su posterior incorporación total o parcial a 
la misma. En el caso de las instituciones, organi-
zaciones o programas que se creen, cualquiera de 
los Estados Miembros podrá participar como obser-
vador o eximirse total o parcialmente de participar 
por tiempo definido o indefinido.

La adopción de políticas y creación de institu-
ciones, organizaciones y programas será reglamen-
tada por el Consejo de Ministras y Ministros de 
Relaciones Exteriores, a propuesta del Consejo de 
Delegadas y Delegados.
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Artículo 14
Diálogo Político

La concertación política entre los Estados 
Miembros de UNASUR será un factor de armonía 
y respeto mutuo que afiance la estabilidad regional 
y sustente la preservación de los valores democráti-
cos y la promoción de los derechos humanos.

Los Estados Miembros reforzarán la práctica de 
construcción de consensos en lo que se refiere a los 
temas centrales de la agenda internacional y pro-
moverán iniciativas que afirmen la identidad de la 
región como un factor dinámico en las relaciones 
internacionales.

Artículo 15
Relaciones con Terceros

UNASUR promoverá iniciativas de diálogo sobre 
temas de interés regional o internacional y buscará 
consolidar mecanismos de cooperación con otros gru-
pos regionales, Estados y otras entidades con persona-
lidad jurídica internacional, priorizando proyectos en 
las áreas de energía, financiamiento, infraestructura, 
políticas sociales, educación y otras a definirse.

El Consejo de Delegadas y Delegados es el res-
ponsable de hacer seguimiento a las actividades de 
implementación con el apoyo de la Presidencia Pro 
Témpore y de la Secretaría General. Con el propó-
sito de contar con una adecuada coordinación, el 
Consejo de Delegadas y Delegados deberá conocer y 
considerar expresamente las posiciones que susten-
tará UNASUR en su relacionamiento con terceros.

Artículo 16
Financiamiento

El Consejo de Delegadas y Delegados propon-
drá para su consideración y aprobación al Consejo 
de Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores 
el Proyecto de Presupuesto ordinario anual de fun-
cionamiento de la Secretaría General.

El financiamiento del presupuesto ordinario de 
funcionamiento de la Secretaría General se reali-
zará en base a cuotas diferenciadas de los Estados 
Miembros a ser determinadas por Resolución del 
Consejo de Ministras y Ministros de Relaciones 
Exteriores, a propuesta del Consejo de Delegadas y 
Delegados, tomando en cuenta la capacidad econó-
mica de los Estados Miembros, la responsabilidad 
común y el principio de equidad.

Artículo 17
Parlamento

La conformación de un Parlamento Suramericano 
con sede en la ciudad de Cochabamba, Bolivia, será 
materia de un Protocolo Adicional al presente Tratado.

Artículo 18
Participación Ciudadana

Se promoverá la participación plena de la ciu-
dadanía en el proceso de la integración y la unión 
suramericanas, a través del diálogo y la interacción 
amplia, democrática, transparente, pluralista, diver-
sa e independiente con los diversos actores socia-
les, estableciendo canales efectivos de información, 
consulta y seguimiento en las diferentes instancias 
de UNASUR.

Los Estados Miembros y los órganos de UNA-
SUR generarán mecanismos y espacios innovado-
res que incentiven la discusión de los diferentes 
temas garantizando que las propuestas que hayan 
sido presentadas por la ciudadanía, reciban una 
adecuada consideración y respuesta.

Artículo 19
Estados Asociados

Los demás Estados de América Latina y el Ca-
ribe que soliciten su participación como Estados 
Asociados de UNASUR, podrán ser admitidos con 
la aprobación del Consejo de Jefas y Jefes de Esta-
do y de Gobierno.

Los derechos y obligaciones de los Estados Aso-
ciados serán objeto de reglamentación por parte del 
Consejo de Ministras y Ministros de Relaciones 
Exteriores.

Artículo 20
Adhesión de Nuevos Miembros

A partir del quinto año de la entrada en vigor del 
presente Tratado y teniendo en cuenta el propósi-
to de fortalecer la unidad de América Latina y el 
Caribe, el Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de 
Gobierno podrá examinar solicitudes de adhesión 
como Estados Miembros por parte de Estados Aso-
ciados, que tengan este status por cuatro (4) años, 
mediante recomendación por consenso del Consejo 
de Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores. 
Los respectivos Protocolos de Adhesión entrarán 
en vigor a los 30 días de la fecha en que se comple-
te su proceso de ratificación por todos los Estados 
Miembros y el Estado Adherente.

Artículo 21
Solución de Diferencias

Las diferencias que pudieren surgir entre Estados 
Partes respecto a la interpretación o aplicación de las 
disposiciones del presente Tratado Constitutivo se-
rán resueltas mediante negociaciones directas.

En caso de no lograr una solución mediante la 
negociación directa, dichos Estados Miembros so-
meterán la diferencia a consideración del Consejo 
de Delegadas y Delegados, el cual, dentro de los 60 
días de su recepción, formulará las recomendacio-
nes pertinentes para la solución de la misma.

En caso de no alcanzarse una solución esta ins-
tancia elevará la diferencia al Consejo de Ministras 
y Ministros de Relaciones Exteriores, para su con-
sideración en su próxima reunión.

Artículo 22
Inmunidades y Privilegios

UNASUR gozará, en el territorio de cada uno de 
los Estados Miembros, de los privilegios e inmunida-
des necesarios para la realización de sus propósitos.

Los representantes de los Estados Miembros de 
UNASUR y los funcionarios internacionales de 
esta, gozarán asimismo de los privilegios e inmu-
nidades necesarios para desempeñar con indepen-
dencia sus funciones, en relación con este Tratado.

UNASUR celebrará con la República del Ecua-
dor el correspondiente Acuerdo de Sede, que esta-
blecerá los privilegios e inmunidades específicos.
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Artículo 23
Idiomas

Los idiomas oficiales de la Unión de Naciones 
Suramericanas serán el castellano, el inglés, el por-
tugués y el neerlandés.

Artículo 24
Duración y Denuncia

El presente Tratado Constitutivo tendrá una du-
ración indefinida. Podrá ser denunciado por cual-
quiera de los Estados Miembros mediante notifica-
ción escrita al Depositario, que comunicará dicha 
denuncia a los demás Estados Miembros.

La denuncia surtirá efectos una vez transcurrido 
el plazo de seis (6) meses desde la fecha en que la 
notificación haya sido recibida por el Depositario.

La notificación de denuncia no eximirá al Esta-
do Miembro de la obligación de pago de las contri-
buciones ordinarias que tuviere pendientes.

Artículo 25
Enmiendas

Cualquier Estado Miembro podrá proponer en-
miendas al presente Tratado Constitutivo. Las pro-
puestas de enmienda serán comunicadas a la Secreta-
ría General que las notificará a los Estados Miembros 
para su consideración por los órganos de UNASUR.

Las enmiendas aprobadas por el Consejo de Je-
fas y Jefes de Estado y de Gobierno, seguirán el 
procedimiento establecido en el artículo 26, para su 
posterior entrada en vigencia.

Artículo 26
Entrada en Vigor

El presente Tratado Constitutivo de la Unión de 
Naciones Suramericanas entrará en vigor treinta 
días después de la fecha de recepción del noveno 
(9°) instrumento de ratificación.

Los instrumentos de ratificación serán deposita-
dos ante el Gobierno de la República del Ecuador, 
que comunicará la fecha de depósito a los demás 
Estados Miembros, así como la fecha de entrada en 
vigor del presente Tratado Constitutivo.

Para el Estado Miembro que ratifique el Tratado 
Constitutivo luego de haber sido depositado el no-
veno instrumento de ratificación, el mismo entrará 
en vigor treinta días después de la fecha en que tal 
Estado Miembro haya depositado su instrumento de 
ratificación.

Artículo 27
Registro

El presente Tratado Constitutivo y sus enmien-
das serán registrados ante la Secretaría de la Orga-
nización de Naciones Unidas.

Artículo Transitorio
Las Partes acuerdan designar una Comisión 

Especial, que será coordinada por el Consejo de 
Delegadas y Delegados y estará integrada por re-
presentantes de los Parlamentos Nacionales, Subre-
gionales y Regionales con el objetivo de elaborar 
un Proyecto de Protocolo Adicional que será con-
siderado en la IV Cumbre de Jefas y Jefes de Es-
tado y de Gobierno. Esta Comisión sesionará en la 
ciudad de Cochabamba. Dicho Protocolo Adicional 

establecerá la composición, atribuciones y funcio-
namiento del Parlamento Suramericano.

Certifico que es fiel copia del documento origi-
nal que se encuentra en los archivos de la Dirección 
General de Tratados del Ministerio de Relaciones 
Exteriores.

Quito, a 23 de enero de 2009.
El Director General de Tratados,

Miguel Carbo Benites.
Son trece (13) páginas.
LA SUSCRITA COORDINADORA DEL 

ÁREA DE TRATADOS DE LA OFICINA ASE-
SORA JURÍDICA DEL MINISTERIO DE RE-
LACIONES EXTERIORES

CERTIFICA:
Que la reproducción del texto que antecede es 

fotocopia fiel y completa, del texto en idioma cas-
tellano, del “TRATADO CONSTITUTIVO DE LA 
UNIÓN DE NACIONES SURAMERICANAS”, 
suscrito en la ciudad de Brasilia, República Federa-
tiva del Brasil, a los veintitrés días del mes de mayo 
del año dos mil ocho, tomada de la copia certificada 
por el Director General de Tratados del Ministerio 
de Relaciones Exteriores de la República del Ecua-
dor, documento que reposa en los archivos de la 
Oficina Jurídica de este Ministerio.

Dada en Bogotá, D. C., a los cinco (5) días del 
mes de febrero de dos mil nueve (2009).

Margarita Eliana Manjarrez Herrera,
Coordinadora Área de Tratados 

Oficina Asesora Jurídica.
Suscrito en la ciudad de Brasilia, República Fe-

derativa del Brasil, a los veintitrés días del mes de 
mayo del año dos mil ocho, en originales en los 
idiomas portugués, castellano, inglés y neerlandés, 
siendo los cuatro textos igualmente auténticos.
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RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 23 de febrero de 2009
Aprobado. Sométase a la consideración del ho-

norable Congreso Nacional para los efectos consti-
tucionales

(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) Jaime Bermúdez Merizalde.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Tratado Constitutivo 
de la Unión de Naciones Suramericanas”, hecho en 
Brasilia (Brasil) el veintitrés de mayo de dos mil 
ocho.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Tratado 
Constitutivo de la Unión de Naciones Surameri-
canas”, hecho en Brasilia (Brasil) el veintitrés de 
mayo de dos mil ocho, que por el artículo 1° de esta 
ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha 
en que se perfeccione el vínculo internacional res-
pecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a los…
Presentado al honorable Congreso de la Repú-

blica por el Ministro de Relaciones Exteriores y el 
Ministro de Hacienda y Crédito Público.

El Ministro de Relaciones Exteriores,
Jaime Bermúdez Merizalde.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Óscar Iván Zuluaga.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes: 
En nombre del Gobierno Nacional y en cumpli-

miento de los artículos 150, 16, 189, 2° y 224 de la 
Constitución Política, presentamos a consideración 
del honorable Congreso de la República el proyecto 
de ley por medio de la cual se aprueba el “Tratado 
Constitutivo de la Unión de Naciones Surameri-
canas”, hecho en Brasilia, Brasil, el veintitrés de 
mayo de dos mil ocho. 

I. Antecedentes 
La idea de la realización de una Cumbre Sura-

mericana surge con la propuesta hecha en 1999 por 
el presidente de Bolivia, Hugo Banzer, de crear un 
“Mecanismo de Diálogo y Concertación Política 
para la Integración Suramericana”, a través del cual 
se pudieran establecer las condiciones políticas 
para impulsar y dinamizar la integración entre el 
Mercosur y la CAN. 

Así es como en el año 2000, el entonces Presi-
dente de Brasil, Fernando Henrique Cardoso, apro-
vechó el quinto centenario del descubrimiento de 
su país para reunir en Brasilia a los 12 mandatarios 
de la región e impulsar la Unión Sudamericana. 
Aquella reunión fue pionera en América Latina y 
tuvo un alto poder de convocatoria al congregar a 
la totalidad de los Presidentes invitados: los cuatro 
países del Mercosur (Argentina, Brasil, Paraguay y 

Uruguay), los cinco integrantes en ese momento de 
la Comunidad Andina (Bolivia, Colombia, Ecua-
dor, Perú y Venezuela), Chile, Guyana y Suriname. 

Con dos Cumbres Sudamericanas realizadas, el 
actual Presidente de Brasil Lula señaló a Sudamé-
rica como prioridad, con lo que parecía natural ha-
cer un salto cualitativo hacia la conformación de la 
Comunidad Sudamericana de Naciones, tomando 
como principal objetivo desarrollar un espacio sud-
americano integrado en lo político, social, econó-
mico, ambiental y de la infraestructura, que forta-
lezca la identidad propia de América del Sur y que 
contribuya, a partir de una perspectiva subregional 
y, en articulación con otras experiencias de integra-
ción regional, al fortalecimiento de América Latina 
y el Caribe y le otorgue una mayor gravitación y 
representación en los foros internacionales. 

– Los Inicios. Cusco, diciembre de 2004
El 8 de diciembre de 2004, en la ciudad de Cus-

co, Perú, se conformó la Comunidad Suramericana 
de Naciones, la cual se desarrollaría y perfecciona-
ría impulsando los siguientes procesos:

– Concertación y coordinación política y diplo-
mática de la región.

– Convergencia entre Mercosur, Comunidad 
Andina y Chile. Surinam y Guyana se podrían aso-
ciar a este proceso sin perjuicio de sus obligaciones 
con el Caricom.

– Integración física, energética y de comunica-
ciones en América del Sur, impulsado por la Inicia-
tiva de Integración Regional Sudamericana (IIR-
SA).

– Armonización de políticas de desarrollo rural 
y agroalimentario.

– Transferencia de tecnología y de cooperación 
horizontal en todos los ámbitos de la ciencia, edu-
cación y cultura.

– Creciente interacción entre las empresas y la 
sociedad civil en la integración.

– I Cumbre. Brasilia, septiembre de 2005
La I Cumbre de la Comunidad Sudamericana 

de Naciones se realizó en septiembre de 2005 en la 
ciudad de Brasilia, Brasil. En esta Cumbre, la De-
claración Presidencial definió la “Agenda Priorita-
ria” y el “Programa de Acción” de la Comunidad. 
Este Programa sirvió para sentar las bases del pro-
ceso y a partir del mismo se elaboró el actual Plan 
de Acción de Unasur.

– Cumbre Extraordinaria. Montevideo, di-
ciembre de 2005

En diciembre de 2005 se celebró en la ciudad de 
Montevideo, Uruguay, la Cumbre Extraordinaria 
de la Comunidad Sudamericana de Naciones donde 
se aprobó la creación de la Comisión Estratégica 
de Reflexión sobre el Proceso de Integración Sud-
americano, constituida por Altos Representantes, 
designados personalmente por los Presidentes de 
los países miembros, quienes se reunieron en cinco 
oportunidades, entre junio y noviembre de 2006.

– II Cumbre. Cochabamba, diciembre de 2006
En la II Cumbre de la Comunidad Sudamericana 

de Naciones, celebrada en Cochabamba, Bolivia, se 
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acordó establecer una Comisión de Altos Funcio-
narios, con el fin de dar continuidad a la Comisión 
Estratégica de Reflexión. Su finalidad era asegurar 
en el plano ejecutivo la implementación de las de-
cisiones Presidenciales y Ministeriales, evitando la 
duplicidad de esfuerzos en relación con los diferen-
tes mecanismos regionales ya existentes.

En respuesta a ello, el Consejo de Delegados 
conformó cinco Grupos de Trabajo, en las áreas de: 

– Educación (Coordinador Perú) 
– Financiamiento (Coordinador Argentina) 
– Infraestructura (Coordinador Colombia) 
– Integración energética (Coordinador Venezue-

la) y 
– Políticas sociales (Coordinador Chile) 
Colombia actúa desde entonces como Coordi-

nador del Grupo de Trabajo de Infraestructura, en 
cabeza de la Dirección de Infraestructura del De-
partamento Nacional de Planeación (DNP). 

– Cumbre Extraordinaria. Isla Margarita, 
abril de 2007 

En seguimiento al mandato presidencial de 
Cochabamba, en abril de 2007 se realizó en Isla 
Margarita, Venezuela, la Primera Cumbre Ener-
gética Suramericana, en la cual se anunció que la 
nueva denominación del proceso sería, en adelan-
te, Unasur (Unión de Naciones Suramericanas), 
cuya Secretaría Permanente se ubicaría en Quito,  
Ecuador. 

En la misma se les encargó a los Cancilleres el 
diseño de la Secretaría Permanente y la transfor-
mación de la Comisión de Altos Funcionarios en 
el Consejo de Delegados que se encargaría de la 
redacción de un Proyecto de Acuerdo Constitutivo 
de Unasur, a ser presentado en la III Cumbre. 

– Reunión de Ministros de Relaciones Exte-
riores. Cartagena, enero de 2008 

En este encuentro se aprobaron el Acuerdo 
Constitutivo y el Plan de Acción de Unasur, tal y 
como estaban negociados hasta ese momento, para 
ser presentados a los Presidentes en la próxima 
Cumbre. 

– Cumbre Extraordinaria. Brasilia, 23 de 
mayo de 2008

La reunión tuvo como finalidad la firma por par-
te de los Mandatarios del Tratado Constitutivo de 
Unasur, la aprobación del Plan de Acción (Linea-
mientos del Plan de Acción 2008-2009); así como 
la aprobación de la Decisión para el funcionamien-
to transitorio de la Secretaría General de Unasur. 

De acuerdo con la Decisión aprobada por los 
Presidentes, durante el período transitorio en el 
que los países cumplen con los requisitos jurí-
dicos pertinentes para la ratificación del Tratado 
Constitutivo, la Secretaría General contará para 
su funcionamiento con los recursos aportados por 
el Gobierno del Ecuador. Asimismo, podrá recibir 
contribuciones y asistencia voluntarias de otros 
Estados Miembros, lo cual no generará derechos 
ni obligaciones adicionales para el Estado que 
efectúa la contribución. 

II. Visión y participación de Colombia en Unasur 
Visión

La Unión de Naciones Suramericanas (Unasur) 
para Colombia es un paso significativo hacia la in-
tegración de la región. Por tanto, la Unasur se debe 
constituir en un proceso abierto e incluyente, en una 
pieza fundamental de la integración latinoamerica-
na, materializada por la implementación de accio-
nes concretas que propendan por el acercamiento 
de otros países a nuestra subregión. 

De acuerdo con el Tratado Constitutivo de Una-
sur, la integración suramericana debe ser alcanzada 
a través de un proceso innovador, que incluya todos 
los logros y lo avanzado por los procesos de Mer-
cosur y la CAN, así como la experiencia de Chile, 
Guyana y Suriname, yendo más allá de la conver-
gencia entre los mismos. 

La idea es avanzar paso a paso en la conforma-
ción de una institucionalidad flexible y que respon-
da a las necesidades del proceso y que se deriven 
de su evolución. 

Participación de Colombia en las instancias  
de Unasur 

Consejo de Delegados 
En este marco, Colombia participó en la nego-

ciación del Tratado Constitutivo de la Unión de Na-
ciones Suramericanas desde la primera reunión del 
Consejo de Delegados de Unasur, que se realizó en 
febrero de 2007 y a lo largo de catorce (14) encuen-
tros durante 2007 y 2008, atendiendo directamente 
la instrucción del diálogo Presidencial de la Segun-
da Cumbre de Unasur, realizada en diciembre de 
2006. 

Grupos de Trabajo 
Asimismo, nuestro país ha ejercido la responsa-

bilidad de coordinar el Grupo de Infraestructura a 
través de la Dirección de Infraestructura y Desarro-
llo Sostenible del Departamento Nacional de Pla-
neación. A la fecha se han realizado cinco reuniones 
en el marco de las cuales se ha venido avanzando 
en la definición de los proyectos prioritarios para la 
región en materia de infraestructura, favoreciendo 
así la integración suramericana. 

De igual manera, en el marco del Grupo de Tra-
bajo de Energía, Colombia participó en el Primer 
Consejo Energético Suramericano, realizado en 
mayo de 2008, al cual asistió el señor Ministro de 
Minas y Energía, donde se aprobó el Plan Energé-
tico de Suramérica y se definieron los elementos 
centrales de la Estrategia Energética Suramericana. 

Asimismo, nuestro país ha participado de los de-
más Grupos de Trabajo, en las áreas de Educación, 
Integración Financiera y Políticas Sociales. 

III. Contenido del Tratado Constitutivo 
Preámbulo 

Los principios rectores aquí planteados corres-
ponden al respeto a la soberanía e inviolabilidad 
territorial de los Estados, la autodeterminación de 
los pueblos, los derechos humanos universales, in-
divisibles e interdependientes, a la reducción de las 
asimetrías, así como la construcción de una iden-
tidad y ciudadanía suramericanas y el desarrollo 
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de un espacio regional integrado para contribuir al 
fortalecimiento de la unidad de América Latina y 
el Caribe. 

A su vez, se define la integración como un paso 
decisivo hacia el fortalecimiento del multilateralis-
mo y la vigencia del derecho en las relaciones in-
ternacionales. 

Artículo 2°. Objetivo. El objetivo principal de 
Unasur será constituir un espacio de integración 
entre los países de Suramérica, otorgando prioridad 
a cada una de las áreas sobre las cuales se crearon 
Grupos de Trabajo (Infraestructura, Políticas Socia-
les, Educación, Energía y Financiamiento). 

Artículo 3°. Objetivos específicos. Dentro de los 
objetivos específicos se señalan: La promoción de 
la diversidad cultural y la consolidación de la iden-
tidad suramericana, la participación ciudadana, la 
protección de la biodiversidad y la promoción de la 
cooperación económica y comercial, promoviendo 
el crecimiento y el desarrollo económico que supe-
re las asimetrías mediante la complementación de 
las economías. Además, se destaca la coordinación 
entre los organismos especializados de los Estados 
Miembros, para fortalecer la lucha contra el terro-
rismo, la corrupción, el problema mundial de las 
drogas, la trata de personas, el tráfico de armas pe-
queñas y ligeras, el terrorismo, el crimen organiza-
do transnacional y otras amenazas, así como para el 
desarme, la no proliferación de armas nucleares y 
de destrucción masiva y el desminado.

Asimismo, la integración en materia energética 
y de infraestructura para la interconexión de la re-
gión son objetivos específicos que se destacan den-
tro del texto del Tratado. 

Artículo 4°. Órganos. Los órganos que establece 
el Tratado son: el Consejo de Jefes de Estado y de 
Gobierno, el Consejo de Ministros de Relaciones 
Exteriores, el Consejo de Delegados y la Secretaría 
General. 

Artículo 5°. Desarrollo de la institucionalidad. 
En ella podrán convocarse y conformarse reuniones 
Ministeriales Sectoriales, Consejos de nivel Minis-
terial, Grupos de Trabajo y otras instancias institu-
cionales que se requieran, de naturaleza permanente 
o temporal, para dar cumplimiento a los mandatos y 
recomendaciones de los órganos competentes. Los 
Acuerdos adoptados serán presentados a conside-
ración del órgano competente que los ha creado o 
convocado. 

Artículo 6°. El Consejo de Jefas y Jefes de Es-
tado y de Gobierno. En este artículo se definen las 
atribuciones de esta instancia y se establece que las 
reuniones ordinarias del Consejo tendrán una perio-
dicidad anual y a petición de un Estado Miembro se 
podrá convocar a reuniones extraordinarias, a tra-
vés de la Presidencia Pro Tempore, con el consenso 
de todos los Estados Miembros de Unasur.

Artículo 7°. La Presidencia Pro Tempore. En 
este artículo se definen las atribuciones de esta ins-
tancia y se establece que la Presidencia Pro Tempo-
re de Unasur será ejercida sucesivamente por cada 
uno de los Estados Miembros, en orden alfabético, 
por períodos anuales. 

Artículo 8°. El Consejo de Ministras y Ministros 
de Relaciones Exteriores. En este artículo se definen 
las atribuciones de esta instancia, dentro de las que se 
destacan: Proponer proyectos de Decisiones y prepa-
rar las reuniones del Consejo de Jefas y Jefes de Es-
tado y de Gobierno; coordinar posiciones en temas 
centrales de la integración suramericana; realizar el 
seguimiento y evaluación del proceso de integración 
en su conjunto; aprobar el Programa anual de activi-
dades y el presupuesto anual de funcionamiento de 
Unasur; aprobar el financiamiento de las iniciativas 
comunes de Unasur; e implementar los lineamientos 
políticos en las relaciones con terceros.

Las reuniones ordinarias de este Consejo ten-
drán una periodicidad semestral, pudiendo convo-
car la Presidencia Pro Tempore a reuniones extraor-
dinarias. 

Artículo 9°. El Consejo de Delegadas y Dele-
gados. El Consejo de Delegadas y Delegados está 
conformado por una o un representante acreditado 
por cada Estado Miembro. 

Entre sus atribuciones se destacan: Elaborar pro-
yectos de Decisiones, Resoluciones y Reglamentos 
para la consideración del Consejo de Ministras y 
Ministros de Relaciones Exteriores; compatibilizar 
y coordinar las iniciativas de Unasur con otros pro-
cesos de integración vigentes; y dar seguimiento al 
diálogo político y a la concertación sobre temas de 
interés regional e internacional. 

Artículo 10. La Secretaría General. Es la ins-
tancia encargada de ejecutar los mandatos emana-
dos de los órganos de Unasur, además de apoyar la 
labor de cada una de las instancias de Unasur y las 
gestiones de la Presidencia Pro Tempore. 

El Secretario General será designado por el 
Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno a 
propuesta del Consejo de Ministras y Ministros de 
Relaciones Exteriores, por un período de dos años, 
renovable por una sola vez y no podrá ser sucedido 
por una persona de la misma nacionalidad. 

Artículo 11. Fuentes jurídicas. Las fuentes ju-
rídicas de Unasur son: El Tratado Constitutivo de 
Unasur y los demás instrumentos adicionales; los 
Acuerdos que celebren los Estados Miembros de 
Unasur sobre la base de los instrumentos mencio-
nados en el anteriormente; las Decisiones del Con-
sejo de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno; las 
Resoluciones del Consejo de Ministras y Ministros 
de Relaciones Exteriores; y las Disposiciones del 
Consejo de Delegadas y Delegados. 

Artículo 12. Aprobación de la normativa. Se 
establece que la normativa de Unasur será adopta-
da por consenso. Igualmente, se establece que los 
actos normativos emanados por sus órganos serán 
obligatorios para los Estados Miembros una vez 
que hayan sido incorporados en cada ordenamiento 
jurídico interno. 

Artículo 13. Adopción de políticas y creación de 
instituciones. Uno o más Estados Miembros podrán 
someter a consideración una propuesta de adop-
ción de políticas, de instituciones, organizaciones o 
programas comunes para ser adoptados de manera 
consensuada. Tales medidas de adopción serán re-
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glamentadas por el Consejo de Ministras y Minis-
tros de Relaciones Exteriores.

Aprobada una propuesta por la instancia máxi-
ma de Unasur, tres o más Estados Miembros podrán 
iniciar su desarrollo, cumpliendo ciertos requisitos 
de publicidad y se asegure la posibilidad de incor-
poración de otros Estados Miembros. 

Artículo 14. Diálogo político. En virtud del 
Tratado, la concertación política entre los Estados 
Miembros de Unasur será un factor de armonía y de 
respeto mutuo que afiance la estabilidad regional y 
sustente la preservación de los valores democráti-
cos y la promoción de los Derechos Humanos. Asi-
mismo, los Estados Miembros reforzarán la prác-
tica de construcción de consensos sobre los temas 
centrales de la agenda internacional. 

Artículo 15. Relaciones con terceros. El Tratado 
establece que Unasur promoverá iniciativas de diá-
logo sobre temas de interés regional o internacional 
y buscará consolidar mecanismos de cooperación 
con otros grupos regionales, Estados y otras enti-
dades, priorizando proyectos en las áreas de Educa-
ción, Financiamiento, Infraestructura e Integración 
energética y Políticas sociales. 

Artículo 16. Financiamiento. El presupuesto or-
dinario de funcionamiento de la Secretaría General 
se realizará con base a cuotas diferenciadas de los 
Estados Miembros, teniendo en cuenta fundamen-
talmente la capacidad económica de cada uno. Di-
cho presupuesto se adoptará mediante resolución del 
Consejo de Ministras y Ministros de relaciones Exte-
riores, según la propuesta del Consejo de Delegadas 
y Delegados. 

Artículo 17. Parlamento. El Parlamento de Una-
sur tendrá sede en Cochabamba, Bolivia, y su con-
formación será materia de un protocolo adicional. 

Artículo 18. Participación ciudadana. Al inte-
rior de Unasur se promoverá la participación ciuda-
dana, a través del diálogo y la interacción amplia, 
democrática, transparente y pluralista, por inter-
medio de mecanismos y espacios innovadores que  
incentiven la discusión de los diferentes temas. 

Artículo 19. Estados asociados. Podrán asociar-
se los países de América Latina y el Caribe, con la 
aprobación del Consejo de Jefas y Jefes de Estado 
y de Gobierno. 

Artículo 20. Adhesión de nuevos miembros. A 
partir del quinto año de la entrada en vigor del Tra-
tado, el Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de Go-
bierno podrá examinar solicitudes de adhesión como 
Estados Miembros por parte de aquellos Estados 
Asociados que tengan este status por cuatro (4) años, 
mediante recomendación, por consenso, del Consejo 
de Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores. 

Artículo 21. Solución de diferencias. Las dife-
rencias que pudieren surgir entre Estados Partes 
respecto a la interpretación o aplicación de las dis-
posiciones del Tratado Constitutivo, serán resueltas 
mediante negociaciones directas. De no llegar a so-
lución alguna, se solicitará al Consejo de Delega-
dos su estudio. Si persiste la diferencia, la última 
instancia resolutoria será el Consejo de Ministros 
de Relaciones Exteriores. 

Artículo 22. Inmunidades y privilegios. Este ar-
tículo establece las inmunidades y privilegios de 
Unasur y sus representantes, quienes gozarán de 
los privilegios e inmunidades necesarios para la 
realización de sus propósitos y funciones con inde-
pendencia. 

Artículo 23. Idiomas. Los idiomas oficiales de la 
Unasur serán el castellano, el inglés, el portugués y 
el neerlandés. 

Artículo 24. Duración y denuncia. El Tratado 
tendrá una duración indefinida, y podrá ser denun-
ciado por cualquier Estado Miembro. La denuncia 
de este Tratado surtirá efectos una vez transcurrido 
el plazo de seis (6) meses desde la fecha en que la 
notificación haya sido recibida por el Depositario. 

Artículo 25. Enmiendas. Las propuestas de en-
mienda serán comunicadas a la Secretaría General 
que las notificará a los Estados Miembros para su 
consideración por los órganos de Unasur. 

Artículo 26. Entrada en vigor. El Tratado Cons-
titutivo de Unasur entrará en vigor treinta días 
después de la fecha de recepción del noveno (9º) 
instrumento de ratificación. Los instrumentos de ra-
tificación serán depositados ante el Gobierno de la 
República del Ecuador, que comunicará la fecha de 
depósito a los demás Estados Miembros. 

Artículo 27. Registro. El Tratado y sus enmien-
das serán registrados ante la Secretaría de la Orga-
nización de Naciones Unidas.

Artículo transitorio. Se dispone la conformación 
de una Comisión Especial para elaborar un Proyec-
to de Protocolo Adicional –que será considerado en 
la IV Cumbre de Jefas y Jefes de Estado y de Go-
bierno–, por el cual se establezca el Parlamento Su-
ramericano, según lo establecido en el artículo 17. 

IV. Necesidad de aprobar  
y ratificar el instrumento 

Para Colombia es de la mayor importancia ratifi-
car el Tratado Constitutivo de la Unión de Naciones 
Suramericanas, en seguimiento a lo establecido por 
la Constitución Política en el artículo 227, según el 
cual “el Estado promoverá la integración económica, 
social y política con las demás Naciones y especial-
mente, con los países de América Latina y del Caribe 
mediante la celebración de Tratados que sobre bases 
de equidad, igualdad y reciprocidad, creen organis-
mos supranacionales, inclusive para conformar una 
Comunidad Latinoamericana de Naciones”. 

Asimismo, el artículo 9° de la Carta Constitucio-
nal dispone que “las relaciones exteriores del Esta-
do se fundamentan en la soberanía nacional, en el 
respeto a la autodeterminación de los pueblos y en el 
reconocimiento de los principios del Derecho Inter-
nacional aceptados por Colombia. De igual manera, 
la política exterior de Colombia se orientará hacia 
la integración latinoamericana y del Caribe”. 

A su vez, bajo las normas del Derecho Interna-
cional resulta para Colombia de la mayor importan-
cia suscribir el referido instrumento, toda vez que 
el país participó a lo largo de todo el proceso de 
negociación del mismo y ostenta la condición de 
Miembro Fundador de Unasur, mecanismo regio-
nal que promueve el diálogo político, la concerta-
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ción regional y el fortalecimiento de la democracia 
en los doce países que lo conforman. 

Este Tratado se convierte en un instrumento 
internacional necesario para articular políticas de 
integración y seguridad entre las Naciones de Su-
ramérica, de acuerdo con el artículo 3°, literal Q 
del mismo, lo cual permitirá avanzar de manera 
favorable para los intereses superiores del Estado. 
Este Tratado establece bases sólidas de alcance re-
gional para garantizar la seguridad en la región y en  
Colombia. 

Igualmente, con la aprobación y posterior ratifi-
cación del Tratado Constitutivo de Unasur estamos 
dando cumplimiento a la Estrategia de Política Ex-
terior fijada por el Presidente de la República para 
los años 2002-2010, particularmente en relación 
con los objetivos 1) defensa de la soberanía nacio-
nal y desarrollo integral de las fronteras; 3) defensa 
y promoción de los intereses nacionales en el esce-
nario multilateral, y 5) mejora de la comprensión de 
la realidad del país. 

Unasur se define como una instancia abierta a 
la participación de los países de América Latina y 
el Caribe, que fundamenta sus acciones en el man-
tenimiento de las estructuras democráticas, princi-
pio reiterado en diversos escenarios regionales y 
subregionales de integración y que constituye un 
elemento indispensable para el mantenimiento de 
la justicia, la integridad y el desarrollo de las di-
versas instituciones que los sustentan, así como un 
elemento esencial para brindar y garantizar la segu-
ridad de todas las sociedades suramericanas. 

En este marco, para nuestro país Unasur se con-
vierte en una instancia de vital importancia para 
continuar avanzando en la consolidación de la segu-
ridad con democracia, lo que se traduce en seguri-
dad con valores democráticos, con pluralismo, con 
libertades. Seguridad que se sustenta a la vez en el 
aumento de la confianza en el país y la promoción 
de la inversión con responsabilidad social, crean-
do de esta manera un marco para la prosperidad. Y 
como parte de esa prosperidad, es imprescindible 
profundizar los lazos con los países vecinos y parti-
cipar activamente en escenarios como Unasur, dada 
su naturaleza integracionista. 

Las medidas consignadas en el Tratado Consti-
tutivo de Unasur están en plena concordancia con 
los principios y valores consignados en los instru-
mentos regionales, así como en la Constitución Po-
lítica de Colombia. 

Por las anteriores consideraciones, el Gobierno 
Nacional, a través del Ministro de Relaciones Exte-
riores y el Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
solicitan al honorable Congreso Nacional, aprobar 
el “Tratado Constitutivo de la Unión de Naciones 
Suramericanas”, hecho en Brasilia, Brasil, el vein-
titrés de mayo de dos mil ocho. 

De los honorables Senadores y Representantes,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Jaime Bermúdez Merizalde.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Óscar Iván Zuluaga.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios 
internacionales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El Gobierno Nacional, a través de la 
Cancillería, presentará anualmente a las Comisio-
nes Segundas de Relaciones Exteriores de Senado y 
Cámara y dentro de los primeros treinta días calen-
dario posteriores al período legislativo que se inicia 
cada 20 de julio, un informe pormenorizado acerca 
de cómo se están cumpliendo y desarrollando los 
Convenios Internacionales vigentes suscritos por 
Colombia con otros Estados.

Artículo 2°. Cada dependencia del Gobierno 
Nacional encargada de ejecutar los Tratados In-
ternacionales de su competencia y requerir la reci-
procidad en los mismos, trasladará la información 
pertinente al Ministerio de Relaciones Exteriores y 
este a las Comisiones Segundas.

Artículo 3°. El texto completo de la presente ley 
se incorporará como anexo a todos y cada uno de 
los Convenios Internacionales que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la Repú-
blica,

AmylkarAcosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Repre-
sentantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de ene-

ro de 1998.
ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(artículos 139 y siguientes Ley 5ª de 1992)
El 26 de noviembre de 2009, fue radicado en 

este despacho el Proyecto de ley 206 de 2009, con 
todos y cada uno de los requisitos constitucionales 
y legales, por el Ministro de Relaciones Exteriores, 
doctor Jaime Bermúdez.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.
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TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO ACTO 
LEGISLATIVO NÚMERO 147 DE 2010  

CÁMARA, 015 DE 2010 SENADO
por medio del cual se adiciona en forma transitoria 
un parágrafo en el artículo 125 de la Constitución 

Política de Colombia (Primera vuelta).
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo transitorio 

al artículo 125 de la Constitución Política de Co-
lombia, así:

“Parágrafo transitorio. Con el fin de determi-
nar las calidades de los aspirantes a ingresar a los 
cargos de carrera, la Comisión Nacional del Servi-
cio Civil o quien haga sus veces, homologará las 
pruebas de conocimiento establecidas en el concur-
so público por cinco (5) años de experiencia en el 
ejercicio del cargo de carrera a los servidores pú-
blicos nombrados en calidad de provisionales. Para 
que opere esta homologación, el servidor público 
debe estar ejerciendo el empleo en provisionalidad 
al momento de entrar en vigencia el presente acto 
legislativo y cumplir con las calidades y requisi-
tos exigidos en la convocatoria del respectivo con-
curso.

“La Comisión Nacional de Servicio Civil o 
quien haga sus veces, expedirá los actos adminis-
trativos necesarios tendientes a dar cumplimiento a 
lo establecido en el presente acto legislativo”.

Artículo 2°. El presente acto legislativo rige a 
partir de su promulgación.

El Representante a la Cámara departamento de 
Boyacá,

Humphrey Roa Sarmiento.
SECRETARÍA GENERAL

Bogotá, D. C., diciembre 17 de 2010
En sesión Plenaria del día 16 de diciembre de 

2010, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo sin modificaciones del Proyecto de Acto 
Legislativo número 147 de 2010 Cámara, 015 de 
2010 Senado, por medio del cual se adiciona en 
forma transitoria un parágrafo en el artículo 125 
de la Constitución Política de Colombia (Primera 
vuelta). Esto, con el fin de que el citado Proyec-
to de Acto Legislativo siga su curso legal y re-
glamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª  
de 1992.

Lo anterior, de conformidad con el artículo 5° 
del Acto Legislativo número 01 de 2009, según 
consta en el Acta de Sesión Plenaria número 43, de 
diciembre 16 de 2010, previo su anuncio el día 15 
de diciembre de los corrientes, según Acta de Se-
sión Plenaria número 42. 

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA  
DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 149  
DE 2010 CÁMARA, 202 DE 2010 SENADO

por la cual se dictan disposiciones de justi-
cia transicional que garanticen verdad, justicia 
y reparación a las víctimas de desmovilizados 
de grupos organizados al margen de la ley, se 
conceden beneficios jurídicos y se dictan otras  

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley 

tiene por objeto contribuir al logro de la paz per-
durable, la satisfacción de las garantías de verdad, 
justicia y reparación, dentro del marco de justicia 
transicional, en relación con la conducta de los des-
movilizados de los grupos armados organizados 
al margen de la ley, que hubieran incurrido úni-
camente en los delitos de concierto para delinquir 
simple o agravado, utilización ilegal de uniformes 
e insignias, utilización ilícita de equipos transmiso-
res o receptores, y porte ilegal de armas de fuego 
o municiones de uso privativo de las Fuerzas Ar-
madas o de defensa personal, como consecuencia 
de su pertenencia a dichos grupos, así como tam-
bién, promover la reintegración de los mismos  
a la sociedad.

Artículo 2°. Acuerdo de Contribución a la Ver-
dad Histórica y la Reparación. El Gobierno Na-
cional promoverá un Acuerdo de Contribución a 
la Verdad Histórica y la Reparación con aquellas 
personas que, habiéndose desmovilizado de los 
grupos armados organizados al margen de la ley, 
hubieren incurrido únicamente en los delitos des-
critos en el artículo anterior, en los términos allí  
establecidos.  

El Acuerdo de Contribución a la Verdad Histó-
rica y la Reparación es un instrumento de transi-
ción para poner en vigor los principios de verdad, 
justicia y reparación como complemento a los ins-
trumentos jurídicos que se han establecido para tal 
efecto, y contribución al proceso de reconciliación 
nacional. 

Artículo 3°. Requisitos y cumplimiento del 
Acuerdo. El Acuerdo de Contribución a la Verdad 
Histórica y la Reparación, será suscrito entre el Pre-
sidente de la República o su delegado y los desmo-
vilizados que manifiesten, durante el año siguiente 
a la expedición de la presente ley por escrito, su 
compromiso con el proceso de reintegración a la 
sociedad y con la contribución al esclarecimiento 
de la conformación de los grupos organizados al 
margen de la ley a los que se refiere la presente ley, 
el contexto general de su participación, y todos los 
hechos o actuaciones de que tengan conocimiento 
en razón a su pertenencia.

Artículo 4°. Mecanismo no judicial de contribu-
ción a la verdad y la memoria histórica. Créase un 
mecanismo no judicial de contribución a la verdad 
y la memoria histórica, con el fin de recolectar, sis-
tematizar,  preservar la información que surja de los 



Página 26	 Martes, 28 de diciembre de 2010	 Gaceta del Congreso  1.137

Acuerdos de contribución a la verdad histórica y 
la reparación, y producir los informes a que haya 
lugar.

La información que surja en el marco de los 
Acuerdos de que trata este artículo no podrá, en 
ningún caso, ser utilizada como prueba en un pro-
ceso judicial en contra del sujeto que suscribe el 
Acuerdo de Contribución a la Verdad Histórica y a 
la Reparación o en contra de terceros.

Artículo 5°. Normativa aplicable. Sin perjuicio 
de los beneficios aquí contemplados, los desmovili-
zados de que trata el artículo primero de la presente 
ley, serán investigados y/o juzgados según las nor-
mas aplicables en el momento de la comisión de la 
conducta punible. 

Artículo 6°. Medidas especiales respecto de la 
libertad. Una vez el desmovilizado haya manifesta-
do su compromiso con el proceso de reintegración 
a la sociedad y con la contribución al esclareci-
miento de la conformación de los grupos organiza-
dos al margen de la ley a los que se refiere la pre-
sente ley, el contexto general de su participación, 
y todos los hechos o actuaciones de que tengan 
conocimiento en razón a su pertenencia, la auto-
ridad judicial competente, decretará a petición del 
Gobierno Nacional, a través de la Alta Consejería 
para la Reintegración o quien haga sus veces, den-
tro de los diez días siguientes a la presentación de 
la solicitud, la suspensión de las órdenes de captura 
proferidas en contra de desmovilizados de grupos 
armados organizados al margen de la ley, incursos 
en los delitos que se establecen en el artículo 1° de 
la presente ley, siempre que estas hayan sido pro-
feridas con fundamento únicamente por esas con-
ductas y concurra el cumplimiento de los siguientes  
requisitos:

1. Encontrarse vinculado al proceso de Reinte-
gración Social y Económica dispuesto por el Go-
bierno Nacional.

2. Estar cumpliendo su ruta de reintegración o 
haber culminado satisfactoriamente este proceso.

3. No haber sido condenado por delitos dolosos 
cometidos con posterioridad a la fecha en que haya 
sido certificada su desmovilización.

Lo aquí previsto también se aplicará para solici-
tar a la autoridad judicial competente, que conozca 
de actuaciones en contra de los beneficiarios de la 
presente ley, que se abstenga de proferir orden de 
captura.

Mediante auto de sustanciación la autoridad 
competente, comunicará a las partes e intervinien-
tes acreditados en el proceso, la solicitud de sus-
pensión de la orden de captura a la que hace refe-
rencia este artículo, en contra del cual no procede 
recurso alguno. Por su parte, la decisión frente a 
la solicitud de suspensión de orden de captura será 
notificada a los mismos.

Parágrafo. La autoridad judicial prescindirá de la 
imposición de la medida de aseguramiento, cuando 
el desmovilizado beneficiario, únicamente haya in-
currido en los delitos señalados en artículo 1° de la 
presente ley, siempre y cuando haya cumplido con 

los requisitos contemplados en los numerales 1, 2 y 
3 del presente artículo.

Artículo 7°. Suspensión condicional de la ejecu-
ción de la pena y medidas de reparación. La auto-
ridad judicial competente decidirá de conformidad 
con los requisitos establecidos en la presente ley, 
a petición del Gobierno Nacional, a través de la 
Alta Consejería para la Reintegración o quien haga 
sus veces, la suspensión condicional de la ejecu-
ción de la pena por un período equivalente a la mi-
tad de la condena establecida en la sentencia, una 
vez se verifique el cumplimiento de los siguientes  
requisitos:

1. Haber suscrito el Acuerdo de Contribución a 
la verdad y la Reparación así como estar vincula-
do al proceso de reintegración social y económica 
dispuesto por el Gobierno Nacional y estar cum-
pliendo su ruta de reintegración o haber culminado 
satisfactoriamente dicho proceso.

2. Ejecutar actividades de servicio social con las 
comunidades que los acojan en el marco del proce-
so de reintegración ofrecido por el Gobierno Na-
cional.

3. Reparar integralmente los daños ocasionados 
con los delitos por los cuales fue condenado den-
tro del marco de la presente ley, a menos que se 
demuestre que está en imposibilidad económica de 
hacerlo.

4. No haber sido condenado por delitos dolosos 
cometidos con posterioridad a la fecha en que haya 
sido certificada su desmovilización. 

5. Observar buena conducta en el marco del pro-
ceso de reintegración.

Mediante auto de sustanciación la autoridad 
competente comunicará a las partes e intervinien-
tes acreditados en el proceso, la solicitud de sus-
pensión condicional de la ejecución de la pena a 
la que hace referencia este artículo, en contra del 
cual no procede recurso alguno. Por su parte, la 
decisión frente a la solicitud de suspensión condi-
cional de la ejecución de la pena, será notificada a  
los mismos.

Parágrafo 1°. La suspensión condicional de la 
pena principal conllevará también la suspensión de 
las penas accesorias que correspondan. La custo-
dia y vigilancia de la ejecución de la pena seguirá 
siendo competencia del funcionario judicial y del 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (In-
pec), en los términos del Código Penitenciario y  
Carcelario.

Parágrafo 2°. Transcurrido el período de la sus-
pensión condicional de la ejecución de la pena, 
sin que el condenado incumpla las obligaciones 
de que trata el presente artículo, la pena queda-
rá extinguida, previa decisión judicial que así lo  
determine.

Artículo 8°. Obligaciones derivadas de la sus-
pensión condicional de la ejecución de la pena. El 
reconocimiento de la suspensión condicional de la 
ejecución de la pena comporta las siguientes obli-
gaciones para el desmovilizado:

1. Informar todo cambio de resistencia.
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2. Comparecer personalmente ante la autoridad 
judicial que vigile el cumplimiento de la sentencia, 
cuando fuere requerido para ello.

3. No salir del país sin previa autorización del 
funcionario que vigile la ejecución de la pena.

4. Observar buena conducta. 
Artículo 9°. En cualquier momento en que se 

verifique el incumplimiento de uno cualquiera de 
los requisitos exigidos en los artículos sexto y sép-
timo de la presente Ley, según el caso, la autori-
dad judicial competente de oficio o a petición del 
Gobierno Nacional, a través de la Alta Consejería 
para la Reintegración o quien haga sus veces, o del 
mecanismo no judicial de contribución a la verdad 
y la memoria histórica, dispondrá la revocatoria del 
beneficio otorgado.

La aplicación de los subrogados y demás bene-
ficios de justicia transicional previstos en esta ley 
para desmovilizados, se aplicarán de forma prefe-
rente a los dispuestos en otras normas, sin atender 
al máximo de la pena que cabría imponer. 

Artículo 10. De conformidad con el artículo 150 
numeral 10 de la Constitución Política, revístase al 
Presidente de la República de precisas facultades 
extraordinarias, por el término de seis (6) meses, 
contados a partir de la expedición de la presente 
ley, para que: 

1. Cree y/o modifique el operador que pondrá en 
marcha el mecanismo no judicial de contribución 
a la verdad y la memoria histórica, así como para 
regular lo atinente a su funcionamiento y adoptar 
las medidas presupuestales a que haya lugar. 

2. Modifique la estructura orgánica y/o la planta 
de personal de la Fiscalía General de la Nación, la 
Procuraduría General de la Nación, la Defensoría 
del Pueblo y el Departamento Administrativo de la 
Presidencia de la República – Alta Consejería Para 
La Reintegración – como entidades comprometidas 
en el desarrollo de la implementación de la presente 
ley, así como para adoptar las medidas presupuesta-
les a que haya lugar.

Parágrafo transitorio. Mientras el Gobierno Na-
cional expide las medidas necesarias a las que se 
refiere el numeral 1º del presente artículo, la Co-
misión Nacional de Reparación y Reconciliación 
(CNRR) asumirá las funciones que se desprenden 
del mecanismo no judicial de contribución a la ver-
dad, la memoria histórica y la reparación, a que se 
refiere el artículo cuarto de la presente ley. 

Artículo 11. Vigencia. La presente ley rige a par-
tir de la fecha de su promulgación y deroga las dis-
posiciones que le sean contrarias.

De los honorables Congresistas,
Carlos Edward Osorio Aguiar,

Ponente.
SECRETARÍA GENERAL

Bogotá, D. C., 16 de diciembre 2010
En sesión Plenaria del día 15 de diciembre de 

2010, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo con modificaciones del Proyecto de ley 
número 149 de 2010 Cámara, 202 de 2010 Sena-
do, por la cual se dictan disposiciones de justicia 

transicional que garanticen verdad, justicia y re-
paración a las víctimas de desmovilizados de gru-
pos organizados al margen de la ley, se conceden 
beneficios jurídicos y se dictan otras disposiciones. 
Esto, con el fin de que el citado proyecto de ley siga 
su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, de conformidad con el artículo 5º 
del Acto Legislativo número 01 de 2009, según 
consta en el Acta de Sesión Plenaria número 42 de 
diciembre 15 de 2010, previo su anuncio el día 14 
de diciembre de 2010, según Acta de Sesión Plena-
ria número 41. 

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo,

*   *    *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA  

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 310  
DE 2010 CÁMARA, 120 DE 2009 SENADO

por medio de la cual se declara Patrimonio Cultu-
ral y Artístico de la Nación, el Festival Nacional de 
Acordeoneros, en el municipio de San Juan Nepo-
muceno (Bolívar) y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Declárase Patrimonio Cultural y Ar-
tístico de la Nación el “Festival Nacional de Acor-
deoneros”, que se realiza en el municipio de San 
Juan Nepomuceno, departamento de Bolívar.

Artículo 2º. La Nación, por conducto del Mi-
nisterio de Cultura, contribuirá al fomento, promo-
ción, difusión, conservación, protección, desarrollo 
y financiación del patrimonio cultural material e 
inmaterial que se origine alrededor del “Festival 
Nacional de Acordeoneros”.

Artículo 3º. El Ministerio de Comunicaciones, 
por conducto de los Servicios Postales Nacionales 
472 la Red Postal de Colombia “SNP”, emitirá una 
estampilla o sello postal especial, en homenaje al 
“Festival Nacional de Acordeoneros”.

Parágrafo. Esta emisión llevará impresa la sim-
bología alusiva al “Festival Nacional de Acordeo-
neros” y no podrá ser inferior a trescientas mil 
(300.000) unidades de sellos postales.

Artículo 4º. A partir de la vigencia de la presente 
ley y de conformidad con los artículos 334, 339 y 
341 de nuestra Constitución Política y de acuerdo 
con la disponibilidad presupuestal y lineamientos 
del marco fiscal de mediano plazo, autorízase al 
Gobierno Nacional para efectuar asignaciones pre-
supuestales en cuantía de setecientos millones de 
pesos ($700.000.000) e incorporarlas en la leyes de 
presupuesto, ley de apropiaciones y plan nacional 
de desarrollo, a fin de lograr el diseño, dotación y 
construcción de las siguientes obras en el municipio 
San Juan Nepomuceno, departamento de Bolívar: 

a) Adecuación y dotación para la Escuela de Mú-
sica “Cuna de Acordeones”, en cuantía de doscien-
tos cincuenta millones de pesos ($250.000.000.00) 
m/cte.
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b) Construcción de la Casa-Museo “Dinastías 
Musicales”, en donde se expondrán las fotografías, 
instrumentos y elementos de los más notables com-
positores acordeonistas e intérpretes de la música 
vallenata, nacidos en el municipio de San Juan Ne-
pomuceno, Bolívar, en cuantía de cuatrocientos mi-
llones de pesos ($400.000.000.00) m/cte.

c) Construcción de un monumento simbólico del 
“Festival Nacional de Acordeoneros”, en el sitio 
que determinen la Junta Directiva del Festival y las 
autoridades municipales, en cuantía de cincuenta 
millones de pesos ($50.000.000.00) m/cte.

Artículo 5º. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su sanción y promulgación.

Augusto Posada Sánchez,
Ponente.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D.C., diciembre 17 de 2010
En sesión Plenaria del día 16 de diciembre de 

2010, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo sin modificaciones del Proyecto de ley 
número 310 de 2010 Cámara, 120 de 2009 Senado, 
por medio de la cual se declara Patrimonio Cultu-
ral y Artístico de la Nación, el Festival Nacional de 
Acordeoneros, en el municipio de San Juan Nepo-
muceno (Bolívar) y se dictan otras disposiciones. 
Esto, con el fin de que el citado Proyecto de Ley 
siga su curso legal y reglamentario y de esta manera 
dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 
182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, de conformi-
dad con el artículo 5° del Acto Legislativo número 
01 de 2009, según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 43 de diciembre 16 de 2010, previo 
su anuncio el día 15 de diciembre de los corrientes, 
según Acta de Sesión Plenaria número 42. 

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
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